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PRESENTACIÓN

La Cámara de Comercio de Bogotá (CCB) orienta sus acciones por la mejora en la 
gestión pública de la ciudad, acompañando de manera permanente los esfuerzos 
de las instituciones para desempeñar mejor las funciones a su cargo y prestar de 
manera más e�ciente los servicios que la Ley le impone. Lo anterior, en el marco de 
la garantía de los derechos para las personas a partir de la inclusión ciudadana y la 
democracia.

En este contexto, lidera y acompaña acciones encaminadas al fortalecimiento de la 
gestión pública y ciudadana, y entiende que el fortalecimiento institucional es el 
resultado de una serie de acciones orientadas a consolidar la gobernabilidad y el 
buen gobierno, para lo cual se requiere desarrollar estrategias que promuevan el 
diálogo, la transparencia, la rendición de cuentas, el acceso a la información y la 
participación ciudadana.

En este objetivo la CCB reconoce en la Universidad del Rosario un socio estratégico, 
toda vez que la institución realiza estudios y análisis rigurosos sobre las formas de 
gobierno de la ciudad, desde los que ha generado propuestas concretas de cambio 
en los modelos de gobierno para las localidades.

Luego, a través del convenio de cooperación No 6200005541 de 2.016 las dos insti-
tuciones buscan construir una propuesta de reparto de competencias entre el 
sector central de la administración distrital y las localidades. El objetivo que orienta 
estos esfuerzos es la mejora de la acción del gobierno en la ciudad en sus territorios, 
favoreciendo la e�ciencia en la prestación de los servicios a cargo del Distrito y 
fomentando las relaciones de proximidad entre la administración distrital y los 
ciudadanos con base en el gobierno de proximidad.

Habida cuenta que el marco competencial y funcional de las Alcaldías Locales es 
uno de los cuellos de botella para su gestión, dado que las funciones y competen-
cias asignadas a ellas son de gran número, complejidad y cobertura, lo cual desbor-
da la capacidad administrativa, personal, tecnológica y logística de las localidades, 
se decidió que esta dimensión de la acción pública fuese el centro del trabajo. 
Como resultado, hoy podemos entregar una propuesta en las que las localidades se 
transformarían en Unidades Administrativas Especiales, sin personería jurídica, 
adscritas a la Secretaria de Gobierno con un marco de funciones y competencias 
acordes al alcance de la acción administrativa actual de la �gura de las Alcaldías 
Locales en Bogotá.
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INTRODUCCIÓN

Esta publicación sintetiza las presentaciones de los conferencistas, funcionarios del 
Distrito, panelistas, representantes ciudadanos electos en las instancias del Concejo 
de Bogotá y la Cámara de Representantes y asistentes que participaron en el foro 
«Bogotá Mas Cerca De Sus Ciudadanos», cuyo propósito era presentar y discutir la 
propuesta de reforma y fortalecimiento de las localidades en Bogotá. 

En el evento se resaltaron los problemas principales que hoy afectan la gestión, tales 
como, la congestión de funciones y competencias que hoy sufren las Alcaldías Loca-
les, lo que les impide cumplir a cabalidad la función para la cual fueron creadas y la 
misión que, como gobierno de proximidad, les encomendó el Estatuto de Bogotá, 
Decreto – ley 1421 de 1.993.

Todos los participantes resaltaron el rol de las localidades como instancias de 
gobierno importantes para ciudades metropolitanas del tamaño de Bogotá, donde 
la administración pública requiere diversas formas de atención al ciudadano y de 
interacción con el mismo, en el que se garanticen sus derechos, se facilite su partici-
pación en la gestión de los asuntos de su territorio y se le permita el desarrollo de su 
proyecto de vida, trabajo, emprendimiento y relación con la comunidad.

La publicación se divide en cinco capítulos: la gobernanza urbana integrada como 
modelo de gestión para el gobierno de proximidad en el distrito capital; la propues-
ta para el fortalecimiento de las localidades elaborada desde la Cámara de Comercio 
de Bogotá y la Universidad del Rosario; los contenidos de la conferencia del profesor 
Jaime Rodríguez Arana sobre gobierno urbano; la posición de la administración 
distrital frente a las Localidades, expresada por el Subsecretario de Gestión Local y, 
los planteamientos efectuados por los participantes durante el conversatorio alrede-
dor del proceso de fortalecimiento de las localidades.

Para la Cámara de Comercio de Bogotá y para la Universidad del Rosario es muy 
grato entregarles a las autoridades de la ciudad, a los representantes ciudadanos, a 
los funcionarios distritales, a los empresarios, y a las instituciones esta publicación, 
seguros de su utilidad en la construcción un modelo de gestión territorial de la 
ciudad inclusivo, e�ciente y democrático.
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AGENDA DEL EVENTO

7:30 a.m.- 8.00 a.m. .................................................................................................................Registro 
8.00 a.m. – 8.30 a.m. ..........................................................................................................Instalación
 Dr. Jorge Mario Díaz Luengas - Vicepresidente de Articulación Público-Privada  
  de la Cámara de Comercio de Bogotá                                                                                                                                               

8:30 a.m. – 9:10 a.m. .....Propuesta de la CCB para el fortalecimiento de las localidades 
 Dra. Patricia González Ávila- Directora de Gestión Pública de la Cámara de   
 Comercio de Bogotá

9:10 a.m. – 9:40 a.m. .........................................Modelo de gestión local del Distrito Capital
 Dr. Iván Casas Ruiz - Subsecretario de Gestión Local

9:40 a.m. – 10:00 a.m. ...............................................................................................................Receso

10:00 a.m. – 10:30 a.m.......Intervención del Dr. Jaime Francisco Rodríguez-Arana – “La 
buena administración del urbanismo”
 Doctor en Derecho y Profesor de derecho administrativo de las universidades  
  de La Coruña, Santiago de Compostela y La Laguna en España.  
10:30 a.m. - 12:00 m. ...................................................................................................Conversatorio 
 Dra. Olga Lucía Velásquez – Representante a la Cámara por Bogotá
 Dra. Gloria Elsy Díaz Martínez – Presidente Comisión de Gobierno del Concejo  
  de Bogotá
 Dr. Jaime Torres Melo – Veedor Distrital 
 Dr. Iván Casas, Subsecretario de Gestión Local
 Dr. Jaime Francisco Rodríguez-Arana 
 Dra. María Helena Botero Ospina –Directora Centro de Estudios Urbanos de la  
  Universidad del Rosario 
 Moderadora: Dra. Patricia González Ávila – Directora de Gestión Pública de la  
 Cámara de Comercio de Bogotá.

12:00 m. ...........................................................................................................................................Cierre
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CAPÍTULO I

GOBERNANZA URBANA INTEGRADA 
UN MODELO DE GESTION PARA 
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10:00 a.m. – 10:30 a.m.......Intervención del Dr. Jaime Francisco Rodríguez-Arana – “La 
buena administración del urbanismo”
 Doctor en Derecho y Profesor de derecho administrativo de las universidades  
  de La Coruña, Santiago de Compostela y La Laguna en España.  
10:30 a.m. - 12:00 m. ...................................................................................................Conversatorio 
 Dra. Olga Lucía Velásquez – Representante a la Cámara por Bogotá
 Dra. Gloria Elsy Díaz Martínez – Presidente Comisión de Gobierno del Concejo  
  de Bogotá
 Dr. Jaime Torres Melo – Veedor Distrital 
 Dr. Iván Casas, Subsecretario de Gestión Local
 Dr. Jaime Francisco Rodríguez-Arana 
 Dra. María Helena Botero Ospina –Directora Centro de Estudios Urbanos de la  
  Universidad del Rosario 
 Moderadora: Dra. Patricia González Ávila – Directora de Gestión Pública de la  
 Cámara de Comercio de Bogotá.

12:00 m. ...........................................................................................................................................Cierre

La gobernanza como praxis se expresa en un 
conjunto de estructuras, arreglos instituciona-
les y sistemas de acción que se vuelven tangi-
bles en instrumentos de política pública y 
logran movilizar todos los actores implicados 
en la gestión del espacio territorial. Este con-
cepto de gobernanza tiene características parti-
culares cuando es aplicado a ciudades de gran 
tamaño, tanto en extensión como en pobla-
ción, aglomeración de actividades económicas, 
servicios y acciones de gobierno, todas ellas 
características que tienen la ciudad de Bogotá. 

Lo anterior implica abordar un enfoque com-
plejo abarcando diferentes niveles de gobierno 
y demandas en el interior y alrededor de la 
ciudad principal, exigiendo un acuerdo entre 
las partes, así como, la elaboración de políticas 
públicas integradas y de carácter transversal. 
Para el caso de Bogotá esto representa la com-
prensión de la relación entre: administración 
central, las localidades y las administraciones 
de los municipios conurbados por la ciudad. 

En consecuencia, los grandes centros urbanos 
deben emprender acciones para atender a las 
necesidades de vivienda, transporte, salud, ges-
tión del riesgo y gestión ambiental del territo-
rio, con altos niveles de complejidad y para un 
número creciente de población. Por ello,  los 
funcionarios tienen cada vez mayores di�culta-
des para promover el avance de las políticas 
públicas, dado que el éxito en la implementa-
ción de los instrumentos requiere superar la

forma sectorial de actuar que ha caracterizado 
a las administraciones públicas urbanas.

En el caso de Bogotá, la organización adminis-
trativa de la ciudad es de carácter sectorial, 
con  centralización de su acción administrati-
va, lo que ha demostrado limitantes en la 
acción en múltiples de los sectores para la 
atención de los servicios y la ejecución de pro-
yectos, junto con una desarticulación impor-
tante entre la gestión de los sectores y la terri-
torialización de las políticas o programas 
distritales en las localidades. Por todo lo ante-
rior, hoy se impone una visión integrada para 
superar los desafíos que permitan seguir 
creciendo en términos económicos, con una 
organización territorial que ejerza una acción 
sistemática, permanente y articulada. 

En Colombia las estructuras institucionales 
responsables del desarrollo urbano no han 
demostrado capacidades para responder ante 
esta complejidad y con frecuencia asistimos a 
escándalos de corrupción que se implantan 
profundamente en la gestión de las empresas 
privadas y de las esferas públicas. En efecto, la 
distancia entre la sociedad civil y las institucio-
nes públicas se ha incrementado en la mayoría 
de los centros urbanos y como resultado de 
ello, el descontento de la población con la 
forma en la que se gestionan los asuntos 
públicos. 

Desde esta perspectiva, el modelo de gestión 
previsto en la gobernanza urbana integrada 
ofrece respuestas importantes para enfrentar 
el reto de acercar el gobierno a los ciudadanos, 
garantizarles la realización de sus derechos, 
hacerlos partícipes en la gestión de lo público 
y establecer formas de administración que 
asuman el reto en vía de grandes territorios.
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PRINCIPIOS DE LA GOBERNANZA 
URBANA INTEGRADA

La construcción de modelos de gobernanza 
territorial acordes a las necesidades actuales de 
las ciudades, responden no es sólo una cues-
tión de diseño institucional, sino también a 
dinámicas que dependen de la participación y 
el compromiso de los actores vinculados en 
dichos esquemas. Así,  la clave del éxito está 
cifrada en la voluntad y en acciones concretas.

De esto se sigue que la gobernanza urbana 
debe integrar la perspectiva ciudadana y apo-
yarse en los principios orientadores del derecho 
a la ciudad, lo cual implica reconocer la impor-
tancia de cada uno de los actores del desarrollo 
urbano metropolitano. Este carácter democráti-
co es el fundamento que permite avanzar en el 
proceso de transición de la administración 
pública actual y considerar como ejes centrales 
los siguientes principios:

Las actuaciones de los funcionarios encar-
gados del gobierno del territorio deben 
usar el enfoque sistemático, donde se 
valore el conjunto de condiciones en las 
cuales se ejecuta la acción de gobierno, 
determinando las prioridades a la hora de 
abordar las distintas dimensiones de dere-
chos y servicios a los ciudadanos.

Las decisiones deben ser tomadas y ejecu-
tadas de la manera más próxima al ciuda-
dano, con arreglo al principio de subsidia-
riedad, para acrecentar la probabilidad de 
responder a las condiciones locales de la 
forma más apropiada posible.

La acción emprendida desde el gobierno 
local debe ser integrada, a través de la 
cooperación entre los distintos sectores, 
para crear efectos sinérgicos y  reducir los 
efectos secundarios negativos en medidas 
administrativas basadas en un sector con-
creto.

El ciudadano es el centro de la acción 
administrativa, al que el gobierno distrital 
debe responder, por lo que la toma de 
decisiones debe integrar a todos y cada 
uno de los residentes locales, buscando 
siempre apoyar y fortalecer a los grupos 
de interés para que no solo puedan ejercer 
sus derechos, sino también la responsabi-
lidad por sus acciones y por dar respuesta 
a las necesidades.

La gobernanza urbana integrada se enfoca en 
la gestión de asuntos de naturaleza transversal 
en la elaboración y gestión de políticas públi-
cas que traspasan las fronteras de los ámbitos 
políticos - administrativos establecidos. Este 
modelo de gestión integrada requiere tanto 
de la integración horizontal entre sectores y 
organismos de la administración, como de la 
integración vertical entre distintos niveles de 
gobierno, aún dentro de una misma entidad 
territorial.
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EJES DE LA GOBERNANZA
URBANA INTEGRADA

VENTAJAS DE LA GOBERNANZA
URBANA INTEGRADA

Relaciones directas que rompan las barreras y la 
distancia entre el gobierno y los ciudadanos 
usando tecnologías de la información y otras 
herramientas que abran el acceso a la informa-
ción pública y faciliten la deliberación.

PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Fomentar espacios de trabajo colaborativo 
diseñando procesos y haciendo análisis de 
entorno, para fomentar la toma de decisiones 
basada en las prioridades del desarrollo de la 
ciudad y el bienestar de sus habitantes.

EFICIENCIA ADMINISTRATIVA

Para la toma de decisiones se debe proveer 
información y procesos analíticos a los actores 
del desarrollo, y construir entornos de colabo-
ración dentro y entre las organizaciones públi-
cas, privadas y sociales para construir transver-
salidad.

TOMA DE DECISIONES

Las redes de articulación entre sector público, 
privado y sin �nes de lucro son fundamentales 
para resolver problemas complejos, obtener 
economías de escala e incorporar la innovación 
y las mejores prácticas de gestión.

COLABORACIÓN INTERGUBERNAMENTAL 
Y SECTORIAL

En las múltiples aplicaciones que alrededor 
del mundo se han hecho con modelos de 
gobernanza urbana integrada, esta ha demos-
trado múltiples ventajas entre las que se 
pueden destacar la posibilidad de consolidar 
la coherencia entre políticas en diferentes sec-
tores y a distintos niveles de toma de decisio-
nes, con una mayor comprensión efectos de 
las políticas en otros sectores, esto permitiría, 
por ejemplo, en Bogotá la corresponsabilidad 
por la acción de los sectores y una acción mul-
tidimensional en las localidades. 

Esto facilita soluciones integrales que se adap-
tan a las circunstancias vitales de los residen-
tes, centrando la atención en el ciudadano, 
evitando la duplicación en el proceso de 
elaboración de políticas y en la implementa-
ción de proyectos. Esta ventaja es crucial para 
el Distrito Capital, donde en el nivel local se 
ven dobles esfuerzos usados en proyectos, y 
competencias entre sectores.

Otra de las ventajas es que aporta información 
adicional al proceso de toma de decisiones al 
incluir a actores de la sociedad civil a través de 
la participación pública. Esto permite la cuali�-
cación de la participación ciudadana. En 
Bogotá, parte el desencanto frente a los proce-
sos de representación social, se derivan de la 
ausencia de información clara para los repre-
sentantes comunitarios acerca de su marco 
decisional, donde quede claro hasta dónde y 
cómo pueden intervenir en los procesos deci-
sionales de la ciudad.
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Al centrar la acción en las personas y sus nece-
sidades multidimensionales, se obliga a las 
administraciones, en este caso la Distrital, a 
generar metas y políticas de orden transversal 
a los sectores, fortaleciendo el proceso de 
elaboración de políticas y la implementación 
de proyectos. Mientras el público entienda las 
decisiones políticas y administrativas, así 
como, las necesidades estructurales y legales, 
se fortalecerán los procesos de rendición de 
cuentas que se hacen en la ciudad, en donde 
los interlocutores pueden hacer preguntas 
pertinentes y evaluaciones adecuadas acerca 
del funcionamiento de las políticas y los pro-
gramas de la ciudad en sus territorios.

Esta ventaja es crucial para el Distrito Capital, 
donde en el nivel local se ven duplicaciones de 
proyectos y competencia entre sectores, por lo 
que el gobierno de Bogotá podría centrar su 
acción en los grandes retos urbanos y no sim-
plemente en el cumplimiento de metas por 
producto. Lo anterior, debe propender por las 
sinergias entre sectores, maximizando la efecti-
vidad de las políticas públicas, así como, una 
mejora sustantiva en la prestación de servicios.

Por último, la gobernanza urbana integrada 
ayuda a abordar cuestiones estratégicas como 
la exclusión social, la segmentación socio 
espacial, o el manejo ambiental del territorio, 
que no pueden ser cubiertas por objetivos 
sectoriales. La transversalidad de la acción 
pública es una necesidad central para el Distri-
to, dado que la segmentación socio-espacial y 
la integración de las poblaciones más vulnera-
bles es una de las preocupaciones más impor-
tantes en términos de bienestar en Bogotá. 

Dado el alcance y nivel de integración que este 
modelo de gestión territorial implica, la gober-
nanza urbana integrada tiene una serie de 
requisitos para su implementación, tales como

voluntad política para apoyar los cambios para 
procesos decisorios próximos a las condicio-
nes de vida y las necesidades de los ciudada-
nos, lo que implica superar las visiones secto-
riales, y personas dispuestas a trabajar en pos 
de visiones y acciones integradas de gobierno.
A partir de la acción conjunta en todos los sec-
tores, que impulsan objetivos integrados, se 
requieren ajustes administrativos y nuevos 
instrumentos, que se sustentan en procesos 
de formación en el puesto de trabajo, transfe-
rencia de experiencia especí�ca, e incentivos a 
la acción conjunta. La comunicación juega un 
rol esencial como vehículo de integración de 
visiones y unidad de propósito. 

La con�anza del nivel administrativo de las 
alcaldías locales, en los políticos y en sus visio-
nes del trabajo hacia una buena gobernanza 
es esencial, ya que, el personal administrativo 
es responsable de acciones de la autoridad 
para con los ciudadanos, y debe liderar los 
procesos de cambio desde la acción cotidiana 
de la administración pública. 

Por último, la gobernanza urbana debe ofrecer 
soluciones transparentes y de consenso, para 
aumentar la con�anza en la política. Por ello es 
necesario hacer un reparto de competencias y 
funciones desde y hacia el nivel central de la 
administración distrital y las alcaldías locales, 
que permita implementar la gobernanza 
urbana integrada. 

Este enfoque de gestión y estos principios de 
acción son los que guían la propuesta de refor-
ma de las localidades en Bogotá desde la pers-
pectiva compartida por la Cámara de Comer-
cio de Bogotá y la Universidad del Rosario que 
se verán re�ejados en el propósito de fortale-
cer las alcaldías locales como formas de 
gobierno de proximidad en la ciudad.
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CAPÍTULO II

PROPUESTA DE FORTALECIMIENTO 
DE LAS LOCALIDADES CÁMARA DE 

COMERCIO DE BOGOTA Y 
UNIVERSIDAD DEL ROSARIO

La Cámara de Comercio de Bogotá es un actor 
relevante del diálogo cívico, con propuestas 
que in�uyen de manera focalizada en la formu-
lación de la política pública, en la vida de la 
ciudad y en la gestión pública. En el marco de 
las acciones orientadas a gestionar soluciones 
estratégicas que contribuyan a la construcción 
de una ciudad-región sostenible y a un mejor 
entorno empresarial, ha considerado necesario 
impulsar y apoyar medidas y acciones orienta-
das al fortalecimiento de la capacidad institu-
cional de las localidades.

La propuesta presentada por la Cámara de 
Comercio de Bogotá y la Universidad del Rosa-
rio es el resultado de un riguroso estudio que 
implicó no solo el análisis jurídico competencial 
de la acción pública distrital y local, un trabajo 
de campo consistente en la realización de 
entrevistas en profundidad con funcionarios 
públicos del sector central y de localidades, la 
realización de 30 grupos focales, y la socializa-
ción de resultados con miembros de organiza-
ciones de la sociedad civil y del Concejo de 
Bogotá. 

Para conocer el estado real de las localidades, se 
adelantó una revisión documental y jurídica de 
las funciones y competencias a cargo del nivel 
local e Bogotá, Una vez construido este marco 
funcional y competencial,  se realizaron entre-
vistas en profundidad con funcionarios de las 
Secretarías de Despacho del Distrito Capital, en 
14 de los establecimientos del nivel descentrali-
zado distrital que se encargan de la prestación

de servicios asociados a las localidades, y en la 
totalidad de Alcaldías Locales.

De esta manera se pudo contrastar el marco 
competencial y funcional construido, con la 
realidad de la gestión cotidiana de las localida-
des, a �n de determinar:

¿Cuáles de las funciones y competencias eran 
efectivamente ejercidas?

¿Cuáles se ejercen de manera parcial?

¿Cuáles de�nitivamente no se asumen?

Con esta información se consolidó un primer 
diagnóstico sobre la situación, para ser consul-
tado con los diversos grupos de actores. 

Se desarrollaron 30 grupos focales con funcio-
narios distritales y locales, gestores locales, 
representantes comunitarios y empresarios, 
para socializar el diagnóstico preliminar, el 
cual fue veri�cado, complementado y detalla-
do para cada una de las localidades, exploran-
do fortalezas y di�cultades en el ejercicio de 
funciones y competencias de acuerdo a las 
realidades concretas de territorios diversos 
dentro de la ciudad.

Dentro de los elementos del diagnóstico 
elaborado, es necesario resaltar los siguientes 
aspectos:

LA REGLAMENTACIÓN QUE ASIGNA 
FUNCIONES A LAS LOCALIDADES 
ESTÁ FRACCIONADA, POR DISPOSI-
CIONES DE CARÁCTER SECTORIAL.

SE EVIDENCIA CRUCE DE FUNCIONES 
CON EL NIVEL CENTRAL

CADA LOCALIDAD PRIORIZA SU GES-
TIÓN DE ACUERDO CON LA DINÁMI-
CA O DEMANDAS DE SUS TERRITO-
RIOS.



En cuanto hace a la inversión desde las Locali-
dades a través de los Fondos de Inversión Local, 
se pudo establecer que la inversión en las Loca-
lidades ha sido creciente a lo largo del tiempo, 
pasando de $700 mil millones en 2007, a $1.7 
billones en 2017 (Grá�ca 1.):

Los datos presentados incluyen el total de la 
inversión anual de las localidades, más los 
recursos disponibles al �nal del ejercicio �scal, 
para los años 2001 – 2016. Para el año 2017, el 
valor consignado, corresponde al presupuesto 
inicial de inversión de las Localidades. Analizan-
do esta información, uno de los problemas 
detectados, corresponde a la ejecución e�cien-
te de los recursos, toda vez que de cada $100 de 
presupuesto de inversión asignados para el 
periodo 2.001 a 2.016, se comprometen en pro-
medio $94 y tan sólo se pagaron de manera 
efectiva $46.

Las competencias y funciones que se 
�jan a las alcaldías locales correspon-
den a aquellas que buscan el gobier-
no de proximidad y a la capacidad 
institucional de las localidades en 
donde estas pueden aportar a la 
formulación de políticas públicas. Así, 
a las Alcaldías Locales corresponde 
asumir aquellas acciones relaciona-
das, entre otros temas, con la partici-
pación ciudadana, el seguimiento a 
servicios como programas y proyec-
tos de salud pública; y el apoyo a 
iniciativas ciudadanas en temas como 
convivencia y justicia, empleo y desa-
rrollo turístico, o alianzas público-pri-
vadas para el emprendimiento y la 
formalización. 

En el mismo sentido, se desconoce cuál es el 
impacto que estas inversiones han tenido en la 
calidad de vida de las personas en cada uno de 
los territorios y sectores que se pretenden aten-
der, dado que no existe en lo local un sistema 
de información que permita hacer seguimiento 
y evaluación a las acciones e inversiones que 
desde las alcaldías locales se ejecutan. 

Por todo lo anterior, hace necesario clari�car 
competencias que permitan tener responsabili-
dades de�nidas; aumentar su capacidad técni-
ca; y, lograr mayor articulación de los niveles 
central, descentralizado y local. Con ello se 
busca que las localidades sean más e�cientes y 
transparentes en la ejecución de la inversión; 
atiendan efectivamente las necesidades de los 
ciudadanos; y, faciliten un entorno favorable 
para la actividad empresarial.

Así, los criterios que se han tenido en cuenta 
para realizar la propuesta de reparto de compe-
tencias guardan los siguientes criterios:

Grá�ca 2. Ejecución de la Inversión en las localidades

Grá�ca 1. Inversión en las localidades.

Fuente: Secretaría de Hacienda Distrital, con cálculos: CCB. 
Dirección de Gestión del Conocimiento

Fuente: Secretaría de Hacienda Distrital. Cálculos: CCB. 
Dirección de Gestión del Conocimiento
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El sector central de la Administración Distri-
tal debe estar a cargo de aquellas funciones 
y competencias que requieren de especiali-
dad técnica, así como funciones que por su 
complejidad requieren el concurso de varias 
entidades en su gestión, tendiendo un 
alcance entre localidades. En este contexto, 
deben regresar al sector central aspectos 
como  la restitución de espacio público y 
vendedores ambulantes; el control a los 
asentamientos ilegales y en zonas de riesgo, 
la ejecución de proyectos de construcción y 
mantenimiento de infraestructura de los 
Sistemas de Movilidad y de Espacio Público 
que hagan parte de la malla vial local e inter-
media; la plani�cación, manejo y  control de 
escombreras, y el registro de los bienes 
constitutivos del patrimonio inmobiliario 
distrital.

El sector central y las localidades deben 
compartir responsabilidades en aquellas 
funciones y competencias que requieren 
una articulación y complementariedad por 
niveles de intervención, en la formulación y 
diseño de la política pública. La construc-
ción de los instrumentos corresponde al 
sector central, mientras que, a las Localida-
des, se las encarga la implementación de las 
mismas y su ejecución, a través de inversión 
distrital y local. Con este criterio, de manera 
conjunta sector central y localidades deben  
manejar temáticas como la identi�cación de 
las necesidades del sector educativo local; 
el desarrollo de estrategias por localidad 
para el acceso y permanencia de los niños, 
niñas y jóvenes en el sistema educativo; o el 
desarrollo de planes, programas y proyectos 
de restablecimiento, prevención, protec-
ción y promoción de derechos de personas, 
familias, y comunidades. 

La propuesta aborda de manera particular 
la situación de las zonas rurales del Distrito 
Capital. Para estos territorios se contem-
plan temáticas especí�cas como la partici-
pación en la política pública de ruralidad; la 
articulación con los proyectos ambientales 
de las Unidades Locales de Asistencia Técni-
ca Agropecuaria –ULATA; proyectos y accio-
nes orientados a la gestión, recuperación y 
uso sostenible de los recursos naturales y 
del ambiente, y acciones de construcción 
de paz. 

Vale destacar que el estudio que sustenta 
esta propuesta contempla de manera pun-
tual y precisa el análisis de funciones y com-
petencias, teniendo en cuenta la estructura 
sectorial de la Administración Distrital y las 
capacidades del sector local. Estos cambios 
permitirán tener una acción integral de 
gobierno de los territorios, pero con dife-
renciación de los ámbitos y niveles de 
responsabilidad de las instituciones que 
componen el Gobierno Distrital, que garan-
ticen la e�cacia de la acción del gobierno 
de la ciudad, al tiempo que amplíen y cuali-
�quen los procesos de participación ciuda-
dana en la gestión pública.

TRANSFORMACIÓN DE LAS ALCALDÍAS
LOCALES EN UNIDADES 
ADMINISTRATIVAS ESPECIALES

Es importante aclarar que a pesar de que las 
localidades están de�nidas desde un punto de 
vista físico-territorial el cual conforma un 
reparto de territorio determinado, estas no 
son una entidad territorial, y no pueden con-
fundirse con las que el artículo 286 de La Cons-
titución Política establece que sí lo son:
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“Artículo 286. Son entidades territoriales los 
departamentos, los distritos, los municipios y 
los territorios indígenas. La ley podrá darles el 
carácter de entidades territoriales a las regiones 
y provincias que se constituyan en los términos 
de la Constitución y de la ley.”

Dicho lo anterior, es importante señalar que la 
correcta ejecución de las competencias de cada 
una de las alcaldías locales está en cabeza de 
dos autoridades administrativas, las cuales son 
la Junta Administradora Local, que cumple una 
función deliberativa sobre los asuntos adminis-
trativos, y el Alcalde o Alcaldesa Local, quien es 
la autoridad ejecutora.

Es por las funciones y competencias administra-
tivas que se les otorgan a las localidades, que 
estas se convierten en un aliado de primera 
categoría de la Alcaldía mayor, puesto que estas 
facilitan la gestión administrativa y de gobier-
no, estrechando los vínculos entre la comuni-
dad y la administración central, bien sea direc-
tamente con los ciudadanos o por medio de 
grupos organizados.

Por lo expuesto anteriormente, es evidente que 
las localidades son parte fundamental dentro 
de la actividad administrativa que se realiza en 
el Distrito, y merecen especial atención para 
que el desarrollo de su actividad sea e�ciente. 
Ya han pasado 14 años desde el momento de su 
de�nición como sector de la administración 
Distrital, por el estatuto orgánico de la ciudad, 
Decreto-ley 1421 de 1.993, y como cualquier 
entidad del sector público, las Localidades pre-
sentan distintos tipos de problemas como la 
ine�cacia de su servicio en algunos sectores, 
inseguridad jurídica, di�cultad a la hora de 
ejecutar, corrupción en los procesos contrac-
tuales, entre otras problemáticas. 

Para poder mitigar ese sin número de proble-

problemas que se presentan hoy por hoy 
dentro de las alcaldías locales, se propone que 
cada una de estas se constituya como una 
unidad administrativa especial sin personería 
jurídica, pero con autonomía administrativa y 
�nanciera, aunque siga dependiendo del 
sector central, tal y como el acuerdo distrital 
257 de 2006, dispone para este tipo de orga-
nismos.

El propósito principal para la creación de las 
unidades administrativas especiales-alcaldías 
locales de Bogotá, es entregarles autonomía 
administrativa, en busca de una mayor e�cien-
cia en la prestación de las funciones adminis-
trativas, estableciendo normas básicas de fun-
cionamiento, así como la posibilidad de que 
puedan de�nir las autoridades que intervie-
nen en la ejecución de la actividad o servicio 
que estas deban prestar. Esta capacidad de 
manejarse por sí mismas, se orienta a una 
mayor agilidad y tecni�cación en los servicios 
que deben prestar con el �n de generar 
e�ciencia dentro de los procesos internos y 
externos que deben realizar en el giro ordina-
rio de sus funciones como organismo de 
ejecución y desarrollo de las políticas propias 
del sector central.

Así mismo, al brindarles autonomía �nanciera 
con patrimonio autónomo, cada alcaldía 
podría velar por su auto sostenimiento y 
respectivas proyecciones de servicios, contra-
tando su propia planta de personal, nombran-
do y removiendo a los miembros de esta, con-
forme a las reglas de carrera administrativa, y 
los debidos procedimientos establecidos de 
manera previa por entidades tales como la 
Comisión Nacional del Servicio Civil.

Es importante señalar que al ser organismos 
que dependan del sector central de la admi-
nistración, estarán sujetas al control de tutela
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por parte de la Secretaria de gobierno, a un 
control �scal, que será realizado por la Contra-
loría Distrital, procesos de control interno y 
disciplinario dentro de cada Unidad Adminis-
trativa Especial, que serán ejercidos por las 
autoridades competentes de acuerdo a las 
normas vigentes.

tdad rural de Sumapaz.

Lo anterior evita traumatismos al momento de 
modi�car una división territorial de la ciudad, 
las cuales se establecen bajo condiciones 
comunes de tipo económico, social y cultural, 
y de esta manera poder responder a una coor-
dinación e�ciente de la acción del Distrito en 
las localidades.

Así bien, para que las alcaldías locales puedan 
cumplir con el objetivo para el cual fueron 
creadas, es menester establecer de manera 
puntual, tanto las funciones como las compe-
tencias que están en cabeza suya para evitar la 
duplicidad de funciones que se presentan con 
otros sectores, bien sea del sector central o 
descentralizado de la administración.

Tal y como se dispuso en el acuerdo 2 de 1992, 
en la creación de las 20 localidades del Distrito 
Capital, la jurisdicción y domicilio de las Unida-
des Administrativas Especiales, seguirá siendo 
el mismo territorio que en la actualidad está a 
cargo de las 19 localidades urbanas y la Locali-

DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
Y FUNCIONES

Patricia González Ávila 
Directora de Gestión Pública de la CCB
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De esta manera se podrá identi�car con clari-
dad cuáles serán sus responsabilidades y cuales 
son competencias de otros sectores de la admi-
nistración. Un ejemplo de esto, es la función 
que debería recaer en cabeza de las alcaldías 
locales, de realizar un reporte demográ�co para 
el Departamento Administrativo del Espacio 
Público (DADEP), acerca de todas las áreas de 
concentración de vendedores ambulantes 
dentro de su localidad. Esto en razón de que la 
ubicación por parte de los vendedores ambu-
lantes, es propio de unas áreas determinadas y 
especí�cas dentro de cada localidad, y no es un 
problema que se presente de lleno en toda la 
ciudad.

Al dejar esta competencia en las alcaldías loca-
les, se pueden tomar medidas más efectivas y 
certeras por entidades del orden distrital, que 
tendrán datos más precisos y �dedignos pro-
ducto de un reporte minucioso, con destino a 
los órganos técnicos y especializados, llamados 
a cumplir con funciones especí�cas.

Lo mismo ocurre con el tema de seguridad 
dentro de las localidades, puesto que serán 
estas últimas, las llamadas a realizar las respecti-
vas evaluaciones e informes en materia de 
seguridad dentro de cada uno de sus barrios, 
para ser entregada a la Secretaria de Seguridad, 
Convivencia y Justicia quien se encargará de 
tomar las medidas pertinentes junto con las 
demás instituciones del orden Distrital y Nacio-
nal para garantizar el orden público.

La salud, también constituye un punto neurál-
gico de servicio en las localidades, ya que me-
diante los Acuerdos 274 de 2007, y 143 de 2005 
modi�cado por el Decreto 547 de 2016, se ha 
pretendido dejar en cabeza de las alcaldías 
locales temas como el referenciación geográ�-
co de los pacientes de Hospitales del Distrito, la 
vigilancia sobre entidades prestadoras de salud 

entre otras funciones.

Esto ha generado que ese sin número de com-
petencias y funciones en temas de salud en 
cabeza de las alcaldías en muchos casos sean 
las mismas que los acuerdos han asignado a la 
Secretaría de Salud,  haciendo que se presente 
el fenómeno de la duplicidad de funciones 
dejando en el limbo al usurario, respecto de 
quien es o no responsable de las situaciones 
que lo afectan y de la manera de cómo solu-
cionarlas.

Un tema relacionado con la salud, es aquel 
que tiene que ver con el medio ambiente, y la 
coordinación que debe existir entre esta 
Secretaria y las alcaldías locales en la formula-
ción de los lineamientos ambientales para la 
expedición de políticas que estén relacionadas 
con la sostenibilidad ambiental en el suelo 
rural y urbano, que son interés tanto del sector 
central como el de las localidades. 

Así bien, la participación de los alcaldes locales 
es fundamental para decretar el sistema am-
biental propio de cada localidad, ya que ten-
drán que aportar datos especí�cos, acerca de 
la distribución de las actividades industriales y 
comerciales en cada uno de los territorios de 
su jurisdicción, para que la autoridad distrital 
pueda fundar argumentos que estén consoli-
dados bajo datos e información �dedigna emi-
tidos por cada localidad y en especial por los 
consejos ambientales locales que deberán de 
gozar a todo momento del acompañamiento 
de la alcaldía local.

Con el �n de hacerle frente a todas las contin-
gencias que incluyan y pongan en riesgo a las 
localidades, los alcaldes de éstas, deberán 
mantener al tanto al Instituto Distrital de Ges-
tión de Riesgos y Cambio Climático (IDIGER), 
de todas las situaciones de riesgo de las que se
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tengan conocimiento dentro de las localidades, 
con el �n de evitar cualquier hecho que ponga 
en peligro la vida y los bienes de los ciudada-
nos. Es esta una función que sin duda alguna es 
esencial en lo que respecta a la prevención y 
que deberá ser complementada con el actuar 
oportuno y diligente por parte del Instituto. La 
presencia local en aquellas áreas donde se han 
presentado emergencias producto de los efec-
tos del cambio climático, tendrá que ser siem-
pre oportuna y preventiva para evitar y minimi-
zar el riesgo.

Atención especial requiere la movilidad, donde 
las localidades tienen poca in�uencia y trascen-
dencia en lo que tiene que ver con la materiali-
zación de las acciones que realiza la Secretaria 
de Movilidad. Son las comisiones locales de 
movilidad, las encargadas de realizar y ejecutar 
acciones participativas, así como hacer segui-
miento a todos aquellos compromisos pacta-
dos que versen sobre temas de movilidad a 
nivel local, para fortalecer la ejecución de los 
planes y programas que en materia de educa-
ción vial se propongan, así como la conforma-
ción del consejo de seguridad vial local, tal y 
como se propone en el Decreto 319 de 2006, 
mediante el cual se establece el plan maestro 
de movilidad para el Distrito Capital. 

No menos importante resulta el tema de la 
igualdad de género, a nivel distrital y aún más 
en lo local, donde surge la necesidad de priori-
zar acciones y hacer el seguimiento del Plan de 
Igualdad de Oportunidades para la equidad de 
género en concordancia de las agendas de los 
comités y consejos locales, los cuales deben 
conformarse y realizarse con la compañía per-
manente de las alcaldías locales, quienes debe-
rán ser las encargas de realizar la ejecución de 
las acciones en dicha materia. 

Varios de los problemas con la gestión del suelo 

y la construcción de manera informal o indebi-
da frente a la normatividad urbana, se deben a 
la poca capacidad operativa y de conocimien-
to de temas urbanísticos que se tiene en las 
alcaldías locales, por lo que es necesario des-
pojar de la función sancionatoria que dichos 
organismos actualmente ejecutan sobre 
aquellos que violan normas urbanísticas. 

Esto con el �n de quitarles una carga que 
tienen que soportar, con una nómina bastante 
reducida de personal, que muchas veces no 
tienen el conocimiento su�ciente para realizar 
ese tipo de funciones que demandan un cono-
cimiento técnico y preciso sobre el tema. Así, 
los alcaldes locales se limitarán a conocer de 
los procesos relacionados con violación de las 
normas sobre construcción de obras y urba-
nismo, previa declaración del inspector de 
policía, y así mismo, de enviar a la Secretaria de 
Hábitat, el correspondiente informe para que 
sea esta quien adelante el respectivo proceso 
e imponga las medidas correspondientes.

La indebida ocupación del espacio público por 
las ventas ambulantes no es nada nuevo en el 
Distrito Capital producto de un fenómeno 
económico y social que es de grandes dimen-
siones, y que no pueden seguir estando en 
cabeza de las alcaldías locales en tanto por 
cuestiones de logística y capacidad operativa 
le es imposible desarrollar para las alcaldías 
locales, por lo que es un tema en el cual debe 
haber una clara y contundente intervención. 
La competencia de Controlar el funcionamien-
to y ubicación de las ventas ambulantes y esta-
cionarias en los espacios públicos de cada 
localidad pasa a ser un tema que le correspon-
derá tratarlo a la Defensoría del Espacio Públi-
co en coordinación con el IPES y la Policía. Por 
lo anterior, se propone que el Instituto para la 
Economía Social – IPES, asuma el control en 
coordinación con el DADEP, del funcionamien-
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funcionamiento y ubicación de las ventas am-
bulantes y estacionarias en los espacios públi-
cos.

Esto con el �n de que sea una entidad compe-
tente y especializada en el tema, la que sea la 
encargada de darle solución al problema de 
ocupación ilegal del espacio que es de todos, y 
que, por no ser atendido de manera concreta y 
articulada por entidades conocedoras del tema, 
que hoy en día se convierte en uno de los ma-
yores retos que afronta el Distrito.

Debido al constante e inevitable crecimiento 
que durante los últimos 15 años se ha venido 
dando en la ciudad, es necesario que día a día la 
administración vaya adecuando, no solamente 
sus políticas administrativas sino también su 
capacidad operativa y logística, con el propósi-
to, de poder asumir los retos que día a día van 
surgiendo. Es con este propósito que el nivel 
central de la administración, debe asumir un 
compromiso constante con los ciudadanos y no 
permitir que el desarrollo de sus funciones se 
vea truncado por la falta de organización y pre-
sencia en cada una de sus instituciones.

Con el objetivo de evitar lo anterior se propone 
que cada una de las 20 unidades administrati-
vas especiales en que se convertirán las alcal-
días locales, entren a integrar el sector gobierno 
de la administración central. Lo anterior, con el 
�n de que pueda establecerse un vínculo más 
cercano el cual este guiado por los valores que 
hoy por hoy rigen el servicio y la actividad de la 
Secretaria Distrital de Gobierno.

Al momento de estrechar el mencionado víncu-
lo, se pretende articular de manera efectiva, el 
esquema institucional y de participación, de 
cada una de las localidades, en la formulación y 
la promoción de la política pública distrital, así 
como la implementación de ésta dentro de 
cada una de las mismas.

Al existir un vínculo más cercano entre las 
Secretarias y las alcaldías locales, se pueden 
generar verdaderos espacios de fortalecimien-
to de la capacidad institucional por parte de la 
administración, logrando obtener mejores y 
prontas soluciones a los desafíos que se pre-
sentan en la actualidad junto con los que 
estén por venir. Todo lo anterior, sin dejar a un 
lado el valioso y necesario acceso de la ciuda-
danía a la información de la autoridad central, 
para que entre ambas se construya una ciudad 
cada vez más participativa e incluyente, donde 
la administración sea la que llegue al ciudada-
no y no solamente el ciudadano a ella. 

Del mismo modo, se hace necesario que el 
manejo, plani�cación y control de las escom-
breras que está en cabeza de las alcaldías loca-
les, sea trasladado a la Secretaria Distrital de 
Ambiente, ya que por la poca capacidad ope-
rativa y de conocimiento respecto al tema am-
biental, este tema se ha comenzado a salir de 
las manos de los alcaldes locales. 

Es sin duda la mencionada Secretaria, la que 
debería encargarse del tema debido a que 
tiene por objeto, la orientación y el liderazgo 
de políticas ambientales, tendientes a preser-
var la diversidad e integridad del ambiente, el 
manejo y aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales, como lo expresa el Decreto 
675 de 2001, los cuales se han visto gravemen-
te afectados por el manejo inadecuando de los 
escombros a nivel local y distrital.

Por último y no menos importante es el tema 
de la malla vial a nivel local, la cual presente 
graves problemas debido a la falta de ejecu-
ción de obras, y grandes problemas de corrup-
ción que se han suscitado entorno a la manera 
como se celebraban y adjudican los contratos 
para el mantenimiento y arreglo de la malla 
vial local. Este es un tema que no es ajeno para 
la administración central, la cual ha reconoci-
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reconocido la poca e�ciencia de los recursos 
destinados a este tipo de obras, las cuales se 
convierten en el principal medio para defraudar 
el erario.

Dicho lo anterior, se propone que sea directa-
mente la Unidad Administrativa Especial de 
Rehabilitación y Mantenimiento Vial, como 
unidad Administrativa Especial del orden distri-
tal del sector descentralizado con carácter téc-
nico, la encargada de atender los daños produ-
cidos en la malla vial local , con acciones de 
intervención vial , tales como, bacheos y par-
cheo, los cuales son indispensables para mante-
ner en buen estado la vías locales, y de esta 
manera evitar riesgos que ponen en peligro la 
vida, e integridad física de las personas. 

Así como existen competencias y funciones 
que difícilmente pueden ser ejercidas por las 
localidades en marcos de e�ciencia y alcance, 
por la dimensión que ellas implican, existen 
otras que deben ser ejercidas de manera con-
junta entre la administración central sectorial y 
las Alcaldías Locales para garantizar la integrali-
dad de la acción. Así en materia de gestión del 
espacio público, se compartirán las funciones 
de adopción y ejecución de políticas para la 
defensa del espacio público; y, el registro de los 
bienes constitutivos del patrimonio inmobilia-
rio distrital.

En integración social, se compartirían las fun-
ciones de adopción y ejecución de políticas, 
planes programas y proyectos dirigidos la pro-
moción, desarrollo y organización de las inicia-
tivas y procesos ciudadanos solidarios para la 
atención de las poblaciones vulnerables desde 
la perspectiva de la garantía de derechos, así 

como los de promoción y garantía de los dere-
chos, deberes y libertades individuales y colec-
tivas de las comunidades étnicas residentes en 
Bogotá D.C.

Dada la reciente creación de la Secretaria de 
seguridad, la instancia de coordinación con las 
localidades es la participación en el consejo 
local de política social, y en el consejo local 
integral de participación, los cuales son las 
instancias de coordinación conjunta con las 
Alcaldías Locales. Se requiere que la Secretaria 
adquiera y suministre los bienes, servicios y 
contratar las obras que se requieran para el 
mejoramiento de las condiciones de seguri-
dad, convivencia y acceso a la Justicia en el 
Distrito Capital, donde la Secretaria cumple la 
función, pero la Alcaldía Local, debe solicitar 
bienes (cámaras, alarmas, entre otros) que 
contribuyan al mejoramiento de la seguridad.
Esto implica compartir la responsabilidad de 
coordinar la formulación y adopción de políti-
cas, planes programas y proyectos dirigidos a 
la promoción, desarrollo y organización de las 
iniciativas y procesos ciudadanos solidarios 
desde la perspectiva de seguridad ciudadana 
en cada localidad.

En materia de planeación del desarrollo las 
responsabilidades compartidas entre el sector 
central y las localidades se orientan a coordi-
nar de manera permanente la elaboración, 
ejecución y seguimiento del Plan de Desarro-
llo Económico, Social y de Obras Públicas del 
Distrito Capital y de los planes de desarrollo 
local; del Plan de Ordenamiento Territorial; la 
regulación del uso del suelo, de conformidad 
con la normativa que expida el Concejo Distri-
tal.

Lo anterior en concordancia con la normativi-
dad nacional; la consolidación de la informa-
ción, las estadísticas, los modelos y los indica-
dores económicos, sociales, culturales, ambi-

COMPETENCIAS CONJUNTAS ENTRE
LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL Y 
LAS LOCALIDADES
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entales, territoriales, de productividad y de 
competitividad, para la toma de decisiones de 
la Administración Distrital y que permita la pro-
moción nacional e internacional del Distrito 
Capital; la priorización de recursos para la asig-
nación del gasto público a las localidades; y, la 
formulación e implementación de las políticas 
públicas en equidad e igualdad de oportunida-
des para los habitantes del Distrito Capital y en:

La recreación y el deporte revisten gran impor-
tancia dentro de los escenarios locales por lo 
que este sector debe cumplir de manera con-
junta con las Localidades las funciones de 
impulso, formación y gestión de actividades y 
programas artísticos, culturales, deportivos de 
alto rendimiento, acorde con los planes secto-
riales y con el plan de desarrollo económico, 
social y de obras públicas del Distrito Capital.

La equidad de género y el impulso a la incorpo-
ración de las mujeres como sujetos sociales de 
pleno derecho a todas las actividades de la 
ciudad implica un trabajo conjunto entre la 
Secretaria de la mujer y las localidades en 
cuanto a la orientación y la coordinación 
respecto a la formulación de políticas públicas, 

dirigidos a la promoción, desarrollo y organi-
zación de las iniciativas y procesos ciudadanos 
solidarios.

La atención de las poblaciones vulnerables 
será ejercida por la Secretaria de Planeación 
en coordinación con las entidades del sector 
que corresponda. Por su parte, la ejecución de 
las acciones de política e iniciativas y procesos 
derivados de las diferentes políticas será 
responsabilidad de las Alcaldías Locales, a 
través de los proyectos de inversión local; así 
como la adopción de instrumentos y la priori-
zación de acciones, que permitan la asertiva 
implementación, seguimiento y evaluación de 
las políticas públicas de igualdad para las mu-
jeres de acuerdo con la dinámica e indicadores 
de vulneración de derechos de cada localidad.

Todos estos cambios permitirán tener una 
acción integral de gobierno de los territorios, 
pero con diferenciación de los ámbitos y nive-
les de responsabilidad de las instituciones que 
componen el gobierno distrital, que garanti-
cen la e�cacia de la acción del gobierno de la 
ciudad, al tiempo que amplíen y cuali�quen 
los procesos de participación ciudadana en la 
gestión pública.

... especial para las poblaciones 
que han sido discriminadas en 
razón de su edad, etnia, géne-
ros, sexo, orientación sexual y 
discapacidad visual, auditiva o 

motora, en coordinación con las 
entidades distritales competen-

tes y las organizaciones que 
representen a dichas poblacio-

nes en el Distrito Capital.
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Jaime Francisco Rodríguez-Arana

Durante el Foro, el Profesor Jaime Francisco 
Rodríguez Arana realizó una presentación 
sobre las condiciones en las cuales se constru-
yen buenas prácticas de gobierno urbano, lo 
cual implica responsabilidades no solo de 
carácter jurídico, administrativo, �scal sino prin-
cipalmente ético. 

El Profesor Rodríguez Arana, hizo un repaso de 
los valores cívicos y que deben orientar la acci-

ón de las administraciones públicas para la 
prestación de los servicios y la garantía de los 
derechos de los ciudadanos; para luego hablar 
de las dimensiones éticas del urbanismo 
actual. A continuación, se encuentra la trans-
cripción de su presentación en el Foro.

La explicación de los conceptos, categorías e 
instituciones del Derecho Administrativo, por 
tanto, del Derecho Urbanístico, como sector 

CAPÍTULO III
ÉTICA, URBANISMO Y

BUENA ADMINISTRACIÓN

Doctor en derecho y Profesor de derecho administrativo de las Universidades 
de la Coruña, Santiago de Compostela y la Laguna en España.
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relevante del Derecho Público que es, debe 
partir del marco constitucional, ya que en la 
norma fundamental encontramos los criterios y 
principios que nos permiten entender el senti-
do y alcance de nuestro objeto de estudio. Es 
más, el alma del Derecho Administrativo en 
general, y del Derecho Urbanístico en particu-
lar, está estrechamente vinculada a la efectivi-
dad de los valores y principios constitucionales, 
a la dignidad suprema de la condición humana 
y a la protección, defensa y promoción de los 
derechos fundamentales, individuales y socia-
les, de la persona.

¿De qué serviría una ordenación del suelo per-
fecta, cartesiana, acabada en sus más precisos 
detalles si no permitiera el libre y solidario de 
los seres humanos?

En el campo del urbanismo, ciencia de la orde-
nación del uso del suelo para la mejora de las 
condiciones de vida de los ciudadanos, son 
varios los preceptos constitucionales a conside-
rar. Su análisis permite encontrar la sabia, el 
alma de una materia de estudio en la que la 
dimensión ética o lo que debe ser el uso racio-
nal y humano del suelo.

Siempre está presente y se vincula al servicio 
objetivo del interés general en el adecuado 
equilibrio con los derechos sociales de las per-
sonas, equilibrio que ha de regir el ejercicio de 
las potestades también en materia urbanística. 
Sin embargo, se debe llamar la atención sobre 
la relevancia que tiene para el urbanismo el 
término racionalidad, inscrito nada menos que 
en su de�nición, pues el urbanismo es una cien-
cia social que estudia el uso del suelo desde la 
racionalidad y el humanismo.

En efecto, la racionalidad es un principios gene-
ral que sirve de canon de actuación para el 
desarrollo de las políticas públicas y para el 
ejercicio de las potestades públicas que ayuda 

sobremanera, en el urbanismo especialmente, 
a calibrar y medir de acuerdo a cánones de 
objetividad y proporcionalidad , el ejercicio de 
las potestades discrecionales, potestades que 
sobrevuelan y se posan sobre el proceloso 
mundo del urbanismo dando lugar en ocasio-
nes a supuestos de arbitrariedad precisamen-
te por la huida de la racionalidad inherente a 
cualquier sector de las Ciencias sociales en el 
marco de un sistema democrático.

Como principios del preámbulo de la Carta 
Magna , destacaría la referencia al

He aquí, pues, dos marcos, dos ámbitos por los 
que el Urbanismo debe discurrir: considera-
ción social por un lado y, por otro, calidad de 
vida de las personas. Parámetros que ya nos 
auguran cuáles van a ser los derroteros por los 
que habrá de discurrir el urbanismo constitu-
cional, el urbanismo social y, si así se puede 
decir, la dimensión ética del Urbanismo.

En efecto, el aspecto social en el ejercicio de 
los derechos fundamentales en general, y en 
el de propiedad en particular, se deriva del 
preámbulo de la Constitución, de la realiza-
ción de una economía que asegure a toda una 
digna calidad de vida. Como quiera que el pro-
ceso urbanizador se conecta con la economía, 
su funcionamiento también debe estar presi-
dido por esta directriz constitucional de tanta 
relevancia como es la digna calidad de vida de 
los ciudadanos.

     Se re�ere a la Carta Magna española, que de�ne los 
principios de la acción del estado Español y los derechos 
ciudadanos.

Orden económico y social 
justo” y “el progreso de (...) la 
economía para asegurar a toda 

una digna calidad de vida.

1

1
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De lo contrario, en uno u otro sentido termina-
ría prevaleciendo esa especie tan peligrosa del 
pensamiento único que hoy está resquebrajan-
do todo lo que se encuentra a su paso, sea para 
eliminar lo individual sea para exaltarlo hasta el 
paroxismo. De ahí la relevancia de la búsqueda 
de equilibrio entre el interés general y los inte-
rés o derechos individuales, derivación necesa-
ria de estos dos parámetros constitucionales es 
el artículo 1 de nuestra Carta Magna en el que 
se expresan dos de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico como son la libertad y la 
igualdad.

También, desde la perspectiva de la función 
constitucional de los poderes públicos, no 
podemos olvidar que éstos tienen la obligación 
de promover las condiciones para que la liber-
tad y la igualdad del individuo y de los grupos 
en que se integra sean reales y efectivas y remo-
ver los obstáculos que impidan su plenitud, así 
como facilitar la participación. 

En el mismo sentido, el artículo 10.1 señala 
solemnemente que la dignidad de la persona 
es fundamento del orden político y de la paz 
social. Los poderes públicos, también en mate-
ria urbanística, han de promover las condicio-
nes para que el uso del suelo sea un marco ade-
cuado para el desarrollo libre y solidario de los 
derechos de los ciudadanos.

Es importante el reconocimiento del– artículo 
38 CE – de la libertad de empresa en un sistema 
de mercado, en el que los poderes públicos 
garantizan su ejercicio y la productividad en un 
marco de economía general y, en su caso, de 
plani�cación. Precepto en el que, como en el 
preámbulo, se conjuga lo individual y lo colecti-
vo, la libertad y la solidaridad, pienso que como 
realidades complementarias.

En el mismo sentido el artículo 33 de la Consti-
tución, tras reconocer el derecho de propiedad, 

señala que la función social de esto derecho 
delimitará su contenido, de acuerdo con las 
leyes. El ejercicio del derecho de propiedad 
inmobiliaria está limitado, pues, por la solidari-
dad, por su función social, que, de acuerdo con 
la ley, viene concretada a través del plan urba-
nístico. Es decir, en pura interpretación consti-
tucional, el plan delimitará el contenido de un 
derecho, el de propiedad, que la Constitución, 
cómo no podía ser de otra manera, se limita a 
reconocer.

El artículo -el 47- proclama la existencia del 
derecho a una vivienda digna y adecuada, 
indicando que los poderes públicos promove-
rán las condiciones necesarias y establecerán 
las normas pertinentes para hacer efectivo 
dicho derecho, regulando la utilización del 
suelo de acuerdo con el interés general para 
impedir la especulación.

Además, se a�rma en el precepto referido que 
la comunidad participará en las plusvalías que 
genere la acción urbanística de los Entes públi-
cos. De nuevo, pues, el uso del suelo en cone-
xión con el interés general y un principio de 
orden económico justo: la participación de la 
ciudadanía en el aumento.  

El urbanismo se incardina en la economía al 
regular el mercado de suelo y de la vivienda. 
Por eso, también deben tenerse presente los 
preceptos constitucionales relativos a la eco-
nomía, en los que encontramos ese dinámico 
equilibrio libertad económica – solidaridad 
social. Así, por ejemplo, debe traerse a cola-
ción el artículo 128 CE cuando dispone, en su 
párrafo primero, que toda la riqueza del país 
en sus distintas formas y sea cual fuere su titu-
laridad, está subordinada al interés general.

En este sentido, también hay que tener en 
cuenta el artículo 45 de la Constitución: 
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Por otra parte, el urbanismo atiende también, 
como fenómeno conectado a la ordenación del 
territorio a la realidad ambiental. En efecto, el 
desarrollo sostenible del territorio ha de con-
templar los desarrollos urbanos desde la 
dimensión medio ambiental porque, efectiva-
mente, sin tener en cuenta el enfoque ambien-
tal es imposible diseñar y construir ciudades 
sustentables, ciudades habitables para las 
nuevas generaciones. 

El derecho humano a ciudades abiertas, huma-
nas, que permitan la libre y solidaria realización 
de la persona presupone, por supuesto, la 
dimensión ambiental. Siendo como es el medio 
ambiente, según la Constitución, un medio, 
valga la redundancia, para el desarrollo de la 

persona, la racionalidad en la ordenación del 
territorio ha de atender a salvaguardar los 
criterios y directrices medioambientales si lo 
que es que se pretende fomentar un desarro-
llo sostenible de la persona.

El artículo 130.1 CE encomienda, por su parte, 
a los Poderes públicos, la modernización y 
desarrollo de todos los sectores económicos 
(...) a �n de equiparar el nivel de vida de todos 
los españoles. Y, �nalmente, el artículo 131 CE, 
prevé La plani�cación, por ley, de la actividad 
económica general para, entre otras �nalida-
des, estimular el crecimiento de la renta y su 
más justa distribución.

El marco constitucional nos invita, por tanto, a 
trabajar bajo el pensamiento abierto, plural, 
dinámico y complementario, metodología 
bien apropiada para la investigación en las 
Ciencias Sociales. Por supuesto que se recono-
ce la dimensión individual de la persona, pero 
a la vez, el factor social lo modula quien repre-
senta a la comunidad.

El contexto constitucional me parece que es 
especialmente idóneo para intentar, si es posi-
ble, estudiar las relaciones entre Ética, Urba-
nismo y Desarrollo Sostenible, aspectos de la 
realidad que nos desafían e invitan a construir 
una ciencia de la Ordenación del territorio, 
desde el urbanismo y el medio ambiente, 
teniendo presente la centralidad de la persona 
y sus derechos fundamentales bajo lo que he 
denominado libertad solidaria.

1. Todos tienen derecho a disfrutar 
de un medio ambiente adecuado 

para el desarrollo de la persona, así 
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por 
la utilización racional de todos los 

recursos naturales, con el �n de 
proteger y mejorar la calidad de 

vida, y defender y restaurar el 
medio ambiente, apoyándose en la 
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto 
en el apartado anterior, en los 

términos que la ley �je se establece-
rán sanciones penales, o en su caso, 
administrativas, así como la obliga-

ción de reparar el daño causado.
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El urbanismo es por esencia una función públi-
ca, y el centro de ella es la persona, el habitante 
de la ciudad, el ciudadano nunca mejor dicho 
La persona, el ser humano, no puede ser enten-
dido como un sujeto pasivo, inerme, puro 
receptor, destinatario inerte de las decisiones 
públicas. De�nir a la persona como centro de la 
acción pública signi�ca no sólo, ni principal-
mente, cali�carla como centro de atención, 
sino, sobre todo, considerarla el protagonista 
por excelencia de la vida social.

Por eso, en las políticas públicas del suelo los 
ciudadanos han de jugar un papel fundamental 
a través de las diferentes audiencias previstas 
en las normas de manera que en la de�nición 
del modelo de ordenación del suelo de la 
ciudad los vecinos puedan tener una presencia 
relevante, así como en la ejecución d dicha 
ordenación.

A�rmar que la libertad de los ciudadanos es el 
objetivo primero de la función pública urbanís-
tica signi�ca, pues, en primer lugar, perfeccio-
nar, mejorar, los mecanismos constitucionales, 
políticos y jurídicos que de�nen el Estado social 
de Derecho como marco de libertades.

En segundo lugar, y de modo más importante 
aún, signi�ca crear las condiciones para que 
cada hombre y cada mujer encuentren a su 
alrededor el campo efectivo, la cancha, en el 
que desarrollar su opción personal, en la que 
realizar creativamente su aportación al desarro-
llo de la sociedad en la que está integrado. 
Creadas esas condiciones, el ejercicio real de la 
libertad solidaria depende inmediata y única-
mente de los propios ciudadanos, de cada 
ciudadano.

El urbanismo ha de reconocer el derecho de 
propiedad, así como otros derechos sociales el 
urbanismo no los crea ha de velar por su 
garantía y desarrollo, en un sistema de liberta-
des en que el derecho de propiedad es de la 
persona, la plani�cación urbanística sólo 
puede incidir en el derecho a edi�car como 
una parte de ese derecho y condicionar su 
ejercicio.

La racionalidad en la ordenación del suelo, 
que por de�nición es escaso., exige que los 
poderes públicos velen precisamente por la 
función social del derecho de propiedad y por 
la efectividad de otro derecho relevante como 
es el derecho a una vivienda digna y adecuada 
para todos en un marco de calidad de vida y 
cohesión social. El solar sobre el que es posible 
construir la sociedad democrática es, insisto, 
una vez más, el de la realidad del ser humano, 
una realidad no acabada, ni plenamente cono-
cida, por cuanto es personalmente biográ�ca, 
y socialmente histórica, pero incoada y atisba-
da como una realidad entretejida de libertad y 
solidaridad.

Destinada, por tanto, desde esa plataforma 
sustantiva, a protagonizar su existencia. Liber-
tad y solidaridad que se encuentran, en el 
tema que nos ocupa, justo en la a�rmación del 
derecho de propiedad inmobiliaria y del uso 
del suelo del acuerdo con el interés general, 
que no es el interés de los políticos, sino el 
interés en que todos tengan derecho a una 
vivienda y un hábitat dignas y adecuadas un 
entorno de racionalidad sostenible orientado 
a la calidad de vida y a la igualdad en el desa-
rrollo de la persona.

La política pública, y menos la urbanística, no 
puede reducirse a la simple articulación de 
procedimientos, con ser este uno de sus 
aspectos más fundamentales; la política públi-

URBANISMO E INTERÉS GENERAL
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ca debe partir de la a�rmación radical de la pre-
eminencia de la persona, y de sus derechos, a la 
que los poderes públicos, despejada toda ten-
tación de despotismo o de autoritarismo y de 
privilegios y prerrogativas deben subordinarse.
 
Por eso, hay que evitar que, en la delimitación 
del derecho de propiedad de acuerdo con su 
función social, no penetren versiones más o 
menos autoritarias que conviertan dicho dere-
cho en una quimera, en pura ilusión. Algo que 
suele ocurrir desde aproximaciones autoritarias 
al plan urbanístico, o desde perspectivas desde 
las que se aprovechan las determinaciones del 
plan de forma unilateral, simple y llanamente, 
para obtener bene�cios no precisamente de 
acuerdo con los intereses públicos.

La validez de las soluciones que se encuentren 
para elaborar políticas urbanísticas racionales e 
integradoras vendrán de la mano de la expe-
riencia y del conocimiento del funcionamiento 
de iniciativas semejantes en otras partes del 
mundo. No basta comprobar que las soluciones 
aplicadas están en consonancia teórica con los 
grandes principios que defendemos.

Es necesaria la prueba última de la contrasta-
ción empírica, la comprobación de que lo 
resuelto, lo ejecutado, produce los efectos 
deseados, o al menos efectos aceptables en la 
mejora de la situación que se deseaba resolver. 
En este sentido, pues, hemos de aprender de las 
soluciones que dan otros países, otros Ordena-
mientos, para hacer compatible y complemen-
tario desde perspectivas de equilibrio el dere-
cho de propiedad y el interés general, en el que 
su dimensión plural anima perspectivas de la 
ordenación del territorio en las que el urbanis-
mo y el medio ambiente se orden al desarrollo 
sustentable de las ciudades.

Podríamos decir que la apertura a la realidad, la 
aproximación abierta y franca a las condiciones

objetivas de cada situación, y la apertura a la 
experiencia son componentes esenciales, acti-
tudes básicas del talante ético desde el que 
deben construirse las políticas públicas. En 
ellas se funda la disposición permanente de 
corregir y recti�car lo que la experiencia nos 
muestre como desviaciones de los objetivos 
propuestos o, más en el fondo,

Y, en materia urbanística, ahí está todo un 
elenco de problemas enraizados en considera-
ciones éticas y políticas que, en ocasiones, 
ponen en peligro nada menos que el cumpli-
miento de lo dispuesto en los artículos 33, 45 y 
47 de la Constitución, tales como la recali�ca-
ción de suelos, el diseño de los impactos am-
bientales o la suspensión y modi�cación de 
planes, por ejemplo.

El plani�cador del territorio ha de tener claro 
que no es infalible, que sus opiniones, sus 
valoraciones están siempre mediatizadas por 
la información de que parte, que es siempre 
limitada, necesariamente incompleta. Y, en 
nuestra materia, no se debe olvidar que el 
plan, por sí mismo, no tiene efectos taumatúr-
gicos, sino que debe confeccionarse a partir de 
la participación y de las aportaciones que, pro-
cediendo de la vitalidad de la realidad, enri-
quecen la propia norma administrativa y 
respeten el núcleo esencial del derecho de 
propiedad. Y, en última instancia, no se puede 
olvidar que el plan es un instrumento al servi-
cio de la persona, de su calidad de vida.

Pensar la complejidad de la realidad y acercar-
se a ella desde el supuesto de la propia limita-
ción, al tiempo que acaba con todo dogmatis-
mo, rompe también cualquier tipo de prepo-
tencia, en el análisis o en el dictamen de solu-
ciones, a la que el político pueda verse tenta-
do. Las políticas radicalizadas, extremas, sólo 
se pueden ejercer desde convicciones que se 
alejan del ejercicio crítico de la racionalidad, es 
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decir desde el dogmatismo que fácilmente 
deviene fanatismo, del tipo que sea. Pero toda 
acción política es relativa.

El único absoluto asumible es el hombre, cada 
hombre, cada mujer concretos, y su dignidad. 
Ahora bien, en qué cosas concretas se traduz-
can aquí y ahora tal condición, las exigencias 
que se deriven de ellas, las concreciones que 
deban establecerse, dependen en gran medida 
de ese “aquí y ahora”, que es por su naturaleza 
misma, variable. Ahora bien, el equilibrio dere-
cho de propiedad e interés general debe conju-
garse, no sin cierto temple, al servicio de una 
vivienda digna y adecuada para todos los espa-
ñoles en un marco de digna calidad de vida, y 
teniendo bien presente que deben evitarse, 
tanto las concepciones fundamentalistas del 
interés general, como las aproximaciones libe-
rales extremas que expulsan de las reglas del 
juego al propio interés público.

Pensar, como ocurre y ha ocurrido en el pasado, 
que el problema del urbanismo se soluciona 
únicamente con más dinero y más funcionarios 
es una simpleza porque, fundamentalmente, el 
problema del urbanismo se circunscribe, según 
las versiones más intervencionistas, en función 
del grado e intensidad de la presencia pública, 
bien en normas jurídicas, bien en funcionarios.

No obstante, a�rmar el protagonismo de la per-
sona no quiere decir darle a cada individuo un 
papel absoluto, ni supone propugnar un des-
plazamiento del protagonismo ineludible y 
propio de los gestores democráticos de la cosa 
pública. A�rmar el protagonismo del individuo, 
de la persona, es poner el acento en su libertad, 
en su participación en los asuntos públicos, y 
en la solidaridad. Por eso, los derechos ciudada-
nos, y el derecho de propiedad es uno de los 
más importantes, no son absolutos, porque 
existen valores superiores que ordinariamente 
aparecen representados por el denominado in- 

terés público que, en el caso que nos ocupa, 
como dispone solemnemente la Constitución 
de 1978 en su artículo 33.2, se centra en la 
“función social (...) que delimitará su conteni-
do, de acuerdo con las leyes”.

Por ello, me parece atinado comentar esta 
condición limitada, tanto de los derechos fun-
damentales, como del interés general en su 
perspectiva constitucional. Las prestaciones 
de contenido público, los derechos, tienen un 
carácter dinámico que no puede quedar a 
merced de mayorías clientelares, anquilosa-
das, sin proyecto vital, que pueden llegar a 
convertirse en un cáncer de la vida social las 
prestaciones del Estado tienen su sentido en 
su �nalidad, que va más allá de subvenir a una 
necesidad inmediata.

Sírvanos como ejemplo la acción del Estado en 
relación con la ordenación racional del uso del 
suelo. En esta política pública tan relevante, 
me parece que lo decisivo es que la interven-
ción pública fomente y promueve un derecho 
a la vivienda digno y adecuado. Es decir, el 
Estado debe propiciar con sus prestaciones el 
desarrollo, la manifestación, el a�oramiento 
de las energías y capacidades que se ven 
escondidas en esos amplios sectores sociales y 
que tendrá la manifestación adecuada en la 
aparición de la iniciativa individual y asociati-
va.

Además, permitirá igualmente conciliar la 
necesidad de mantener los actuales niveles de 
bienestar y la necesidad de realizar ajustes en 
la priorización de las prestaciones, que se 
traduce en una mayor efectividad del esfuerzo 
redistributivo. 

La corrupción es, sencillamente, la desnaturali-
zación del poder.

Utilizar el poder para otros �nes distintos del 
servicio al bienestar integral de los ciudadanos 
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Para ganar dinero, para dominar a las personas, 
para excluir, etc. Y, en el mundo del urbanismo, 
que es un espacio de amplia discrecionalidad, 
no pocas veces los poderes y potestades se 
utilizan o para el interés particular o para el 
interés del partido. El tiempo presente es buen 
ejemplo de lo que puede acontecer cuándo se 
baja la guardia en esta materia y se confunde lo 
general con lo particular.

No quisiera, ni mucho menos, concitar el des-
ánimo y el pesimismo en estas líneas. Pero 
hemos de reconocer que, en un mundo movido 
por el dinero, el poder y la notoriedad, no es 
fácil ni sencillo llamar a las cosas por su nombre, 
máxime cuando la dictadura de la apariencia y 
el dominio de lo políticamente correcto 
campan a sus anchas sin que, salvo algunas 
honrosas y honorables excepciones, se denun-
cie esa distancia, a veces tan larga, entre lo que 
las cosas son y lo que las cosas deben ser. A esto 
hemos de añadir la necesaria reforma de la ley 
de �nanciación de los partidos políticos, tantas 
veces involucrados, de una u otra manera, en 
asuntos de corrupción urbanística.)

Como marco general para entender el sentido 
del urbanismo, hemos de convenir, si es posi-
ble, que estamos ante una ciencia, una discipli-
na, que estudia la ordenación racional del 
suelo, que está al servicio, como es lógico, de la 
mejora de las condiciones de vida de los ciuda-
danos que, en el caso que nos ocupa, tiene que 
ver con una vivienda digna y adecuada y con 
entornos de calidad de vida y ambiental que 
favorezcan el libre ejercicio de los derechos de 
los ciudadanos.

LA DIMENSIÓN ÉTICA DEL
URBANISMO EN EL TIEMPO
PRESENTE: DEL SERVICIO 

OBJETIVO AL INTERÉS GENERAL 
COMO FIN DEL PODER PÚBLICO

Jaime Francisco Rodríguez-Arana
Doctor en Derecho y Profesor de Derecho Administrativo
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Es decir, hay que construir el urbanismo en fun-
ción de las personas, de sus necesidades colec-
tivas e individuales, muy distintos a intereses 
parciales o partidarios. En otras palabras, en los 
expedientes administrativos relacionados con 
el urbanismo es menester vislumbrar y calibrar 
el alcance de las decisiones para que la calidad 
de vida de las personas.

En otro orden de cuestiones, no se puede 
perder de vista, como ya se ha señalado con 
anterioridad, que el urbanismo debe conside-
rarse desde una perspectiva amplia y, por ello, 
en íntima conexión con otros enfoques como el 
medio ambiente, la ordenación del territorio en 
un adecuado equilibrio con el desarrollo eco-
nómico. En esencia, el suelo, el medio ambiente 
y, al �nal, el territorio en el que se inscriben, 
deben ser funciones humanizadoras de la reali-
dad, ni la preocupación por el medio ambiente 
debe tildarse de frivolidad o de lujo, ni la consi-
deración integral del territorio debe cali�carse 
de pura erudición intelectual. Todo lo contrario, 
se trata de elementos vinculados al urbanismo 
que, pueden o no mejorar las condiciones y la 
calidad de vida de las personas.

Desde esta aproximación equilibrada, abierta, 
plural, dinámica y complementaria, también 
debe señalarse que, el urbanismo ni es la encar-
nación del ideal ético como tarea pública ni 
encuentra su plena realización en un mercado 
sin límites o condiciones. El derecho de propie-
dad urbanística como ha señalado el Tribunal 
Constitucional, debe ser reconocible como tal, 
aunque deba ser regulado en su ejercicio por el 
plan Urbanístico. Ni nace del plan ni el plan lo 
determina radicalmente.

El plan es, o debería ser, el instrumento para 
que el derecho de propiedad cumpla su fun-
ción social y, por tanto, promueva viviendas 
dignas y adecuadas para todos en un marco de 
calidad de vida. En este sentido, si la urbaniza-

urbanización produjera ganancias despropor-
cionadas a partir de la especulación o de unas 
plusvalías que quedasen en unas pocas 
manos, estaríamos precisamente en un 
supuesto que atenta a la Ética y, además, al 
artículo 47 de la Constitución. En principio, el 
mercado puede ser, con los ajustes necesarios, 
el marco idóneo para el ejercicio del trá�co 
comercial.

Ahora bien, insisto en algo ya referido, no 
comprendo la libertad sin la solidaridad, por lo 
que la desregulación o liberalización debe rea-
lizarse en un marco de sensibilidad social que 
promueva el bienestar general e integral de 
los ciudadanos. A veces, erróneamente, se 
pensó, por no pocos legisladores, que el mer-
cado del suelo o de la vivienda respondía a los 
estímulos ordinarios. Y no, la verdad es que ni 
el precio del suelo o de la vivienda ha bajado.
Más bien, han subido hasta límites que, hemos 
de confesarlo, hacen prácticamente imposible 
tantas veces que los matrimonios jóvenes 
puedan tener hijos por problemas obvios de 
espacio, dados los precios actuales. Aunque 
ahora el suelo urbanizable sigue siendo resi-
dual lo es por remisión a su necesidad, aptitud, 
etc. para satisfacer una demanda real, una 
vivienda, una calidad de vida.

En cuanto a la cali�cación del suelo la misma 
debe ir acompañada de la necesita motivación 
Y sabemos que en el ejercicio de la discrecio-
nalidad en ocasiones, por causas inconfesa-
bles, se incurre tanto en arbitrariedad o des-
viación de poder además de que pueda haber 
una transgresión del orden jurídico, desde 
luego hay una contravención de naturaleza 
ética.

En el mismo sentido, también puede haber 
problemas en los casos de retraso en la com-
pleta determinación del uso, en las variaciones 
y modi�caciones de los planes o en la vectoria-
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vectorialidad de autorizaciones e informes sec-
toriales que en muchos supuestos son necesa-
rias para ir creando racionalmente ciudad. De 
esta materia ha de actuarse sirviendo el interés 
general, pero también es cierto que en esa 
apreciación del interés general el �n no lo es 
todo. El Estado de Derecho, como ha señalado 
Meilán Gil, se juzga por los medios, no por el �n. 
De ahí que principios como el de proporcionali-
dad, de “coste y bene�cio”, o racionalidad sean 
un límite infranqueable para la potestad del 
planeamiento.

Cada vez siendo más importante ponderar y 
calibrar las diversas circunstancias en juego 
porque, en ocasiones, la recurrente apelación al 
“interés general” no cumple la función de 
“manta que cubre todo” tal y como señala 
Meilán Gil. El interés general, a pesar de que se 
presume que está ínsito en las decisiones admi-
nistrativas, debe acreditarse caso por caso. De 
lo contrario, la corrupción estará servida. Sobre 
todo, en un campo de juego en el que el trá�co 
de informaciones privilegiadas permite obte-
ner pingües bene�cios. La Ética, pues, nos 
ayuda a cali�car estas actividades y a censurar 
el manejo privado de lo colectivo para obtener 
ventajas económicas.

Que esto haya ocurrido, ocurra o siga ocurrien-
do en modo alguno debe rebajar el tono de 
reproche ético, porque no es de recibo, ni 
mucho menos, el vale todo o el todo tiene un 
precio, tan en boga en determinados ambien-
tes en los que está “bien visto” la permisividad o 
tolerancia ante las enriquecimientos rápidos y 
especulativos en los que las plusvalías son más 
contables que representación real de riqueza, 
sobre todo cuando estas operaciones cercana 
el acceso a la vivienda necesaria, digna y ade-
cuada, para el libre desarrollo de las personas, y 
de las familias muy especialmente.

Desde el punto de vista del urbanismo, debe

ser vista como el deber de incorporarse al pro-
ceso urbanizador y al edi�catorio en las condi-
ciones y plazos previstos en el planeamiento. 
También fue fuente de problemas el llamado 
urbanismo concertado, que encuentra en los 
denominados convenios urbanísticos su 
instrumento más utilizado. Porque no se 
puede comprar y vender edi�cabilidad, es 
decir, no parece correcto plani�car en función 
de lo que se conviene, sino lo que conviene al 
interés general.

Los casos de expropiaciones urbanísticos, 
declaraciones de ruina, uso y manejo de la 
ejecutividad de los actos administrativos a 
favor de posiciones políticas en el ámbito 
local, aunque perjudiquen económicamente 
al particular, son otros tantos botones de 
muestra de cómo los ejercicios de los poderes 
públicos pueden cercenar las más elementales 
exigencias éticas. La Política, con mayúsculas, 
entendida como el arte de mejorar las condi-
ciones de vida de los ciudadanos tiene una 
evidente vinculación ética en la medida en 
que, si no se contempla esta dimensión, 
entonces está servida la exclusión, la lamina-
ción del adversario, la conservación del poder 
a cualquier precio y toda clase de tropelías en 
que suele caerse cuando Ética y Política viven 
al margen la una de la otra.

Pienso que la Ética, como adecuación del com-
portamiento a las exigencias de la recta razón, 
en el ámbito político plantea desafíos muy 
importantes que, además, en el contexto en el 
que estamos, tiene evidentes consecuencias. 
Muchas veces se escuchan voces que respon-
sabilizan de lo que pasa realmente a los políti-
cos cuando, para bien o para mal, la política es 
un re�ejo de la realidad social.

El urbanismo plural, abierto, dinámico y com-
plementario facilita viviendas dignas y ade-
cuadas para el libre desarrollo de las personas, 
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contribuye a que la comunidad participe en las 
plusvalías, fomenta un medio ambiente razona-
ble; en de�nitiva, hace posible lo que he deno-
minado libertad solidaria. Y, sobre todo, respeto 
al derecho de la propiedad que, con una inteli-
gente y razonable regulación resplandecería 
más, también en su vertiente solidaria.

El urbanismo, como ciencia de la ordenación 
racional del suelo tiene, igualmente, evidentes 
exigencias éticas que, sobre todo, se re�eren a 
construir un urbanismo pensando en las perso-
nas, pensando en ciudades que facilitan la vida 
de los vecinos, pensando en ciudades sosteni-
bles, esto es habitables, saludables, accesibles y 
seguras. Para ello es menester que nos instale-
mos en un marco de pensamiento complemen-
tario y que evitemos versiones unilaterales que 
hagan de la estructura lo determinante.

No quiero dejar de destacar la especial relevan-
cia de la función del arquitecto en las distintas 
fases del proceso de ordenación de la ciudad. 
Comenzando con la plani�cación del uso y des-
tino del suelo, la intervención de los técnicos 
continúa en los procesos de distribución equi-
tativa y termina en los procesos de edi�cación y 
de conservación de la imagen urbana de la 
ciudad. Un camino de creación de la ciudad que 
ha de afrontarse con responsabilidad.

El urbanismo, en sí mismo, como fenómeno 
social orientado a mejorar la calidad de vida de 
los ciudadanos, debe construirse desde enfo-
ques abiertos, plurales, dinámicos y comple-
mentarios. Apostando por la racionalidad 
humana que campea en la dimensión ética de 
las ciencias sociales. Buscando que siempre y 
en todo caso los instrumentos urbanísticos per-
sigan ese interés del Estado social y democráti-
co de Derecho que es concreto, argumentado, 
participado y vinculado inescindiblemente a la 
dignidad humana, a la defensa, protección y 
promoción de los derechos fundamentales del 
ser humano.
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Las Políticas urbanas y, más concretamente, la 
ordenación del uso y aprovechamiento del 
suelo en las que se basan, constituyen políticas 
públicas dirigidas:

Cuando se trata de políticas urbanas, se alude a 
una función pública, de plena responsabilidad 
de la Administración pública en todas las 
etapas o hitos que pautan la ordenación de las 
ciudades. En el sistema urbanístico español, la 
ordenación urbana se articula en 4 fases clara-
mente identi�cadas:

Se trata, a lo largo de este proceso, de una 
duración inde�nida en el tiempo, de garanti-
zar el derecho a la ciudad y, más concretamen-
te, que este derecho cuente con un estándar 
mínimo con un nivel mínimo en el sentido de 
“normal que permita hacerlo efectivo en todo 
momento.

Sí, la cuestión fundamental radica en cómo 
deben articularse las políticas urbanas para 
garantizar este derecho a la ciudad, o el dere-
cho a unas condiciones de vida de los ciudada-
nos como su eje principal y otros. La buena 
Administración y los principios que la articulan 
juegan un papel fundamental. 

Una buena Administración, una Administra-
ción que actúa equitativamente, objetivamen-
te, en plazo razonable y que mejora las condi-
ciones de vida de los ciudadanos, es una 
Administración comprometida en cada uno de 
los derechos sociales fundamentales.

Y en sentido contrario, una mala Administra-
ción pública es una Administración que actúa 
subjetivamente, que se retrasa en la toma de 
decisiones y que en lugar de atender a las 
necesidades colectivas de las personas se con-
vierte en fuente de decisiones arbitrarias en 
función de criterios extrajurídicos.

La buena administración pública es un dere-
cho de los ciudadanos, un derecho fundamen-
tal. También un Principio de actuación admi-
nistrativa, además de obligación inherente a 
os poderes públicos derivada e marco del 
Estado Social y Democrático de Derecho. El 
derecho a la buena administración pública en 
el siglo XXI está propiciando nuevas formas de 
entender el procedimiento, la posición de los 
ciudadanos en el mismo, el control, junto con, 
la intervención administrativa, el lenguaje nor-
mativo, la regulación, y, en general, el funcio-
namiento y la organización de las instituciones 
y de los sistemas públicos.

Planeamiento

Ejecución del planeamiento o su 
gestión

Intervención administrativa en la
edi�cación y uso del suelo

Conservación de todo el patrimonio
urbano que conforma la ciudad, en
unas condiciones normales de
seguridad, salubridad, habitabilidad,
funcionalidad, accesibilidad, etc...

POLÍTICAS URBANAS
Y BUENA ADMINISTRACIÓN

A la ordenación racional del uso y 
aprovechamiento del suelo en aten-
ción a los intereses afectados.

A garantizar un derecho fundamental, 
a la ciudad, omnicomprensivo de 
vida, la vivienda digna, la propiedad o 
un hábitat adecuado para el desarro-
llo de la persona.

A

B
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Y así es como debe entenderse el sistema urba-
nístico y las políticas urbanas en relación con el 
derecho a la ciudad. El principio de la buena 
administración debe actuar como cánones de 
actuación en su desarrollo, como límites a las 
potestades discrecionales y como garantía del 
derecho a un procedimiento con todas las 
garantías y sin indefensión, en el planeamiento, 
en su ejecución, en la intervención administra-
tiva en la edi�cación y uso del suelo y en las me-
didas de policía y disciplina urbanística. 

La buena administración parte del presupuesto 
del servicio objetivo al interés general como 
elemento medular para operar potestades 
administrativas. Ahora bien, el principio de la 
buena administración en el urbanismo entien-
de la garantía de ese supremo interés en el ade-
cuado equilibrio con los intereses particulares 
inherentes a os derechos fundamentales y 
sociales a los que las políticas urbanas han de 
servir (derecho de propiedad con su menor 
restricción; derecho a una vivienda digna, dere-
cho a una calidad y condiciones de vida, y su 
menor regresión.)

La buena administración como derecho funda-
mental de los ciudadanos en el desarrollo de 

      Que las políticas urbanas garanticen 
el disfrute de una vivienda digna, ade-
cuada y accesible, concebida con arre-
glo al principio de diseño para todas las 
personas.

A

      Que las políticas urbanas permitan 
acceder en condiciones no discrimina-
torias y de accesibilidad universal, a la 
utilización de las dotaciones públicas y 
los equipamientos colectivos abiertos 
al uso público.

B

      Que permitan acceder a la información 
de que dispongan las Administraciones 
públicas sobre la ordenación del territorio, 
la ordenación urbanística y su evaluación 
ambiental, así como obtener copia o certi-
�cación de las disposiciones o actos admi-
nistrativos adoptados.

C

      A ser informados por la Administración 
competente, de forma completa, por 
escrito y en plazo razonable, del régimen 
y las condiciones urbanísticas aplicables a 
una �nca determinada, en los términos 
dispuestos por su legislación reguladora.

D

      A participar efectivamente en los pro-
cedimientos de elaboración y aprobación 
de cualesquiera instrumentos de ordena-
ción del territorio o de ordenación y 
ejecución urbanísticas y de su evaluación 
ambiental mediante la formulación de 
alegaciones, observaciones, propuestas, 
reclamaciones y quejas.

E

      A obtener de la Administración una 
respuesta motivada como regla que debe 
disciplinar cualquier proceso decisorio en 
decisiones discrecionales, y en un plazo 
razonable. 

F

      La sensibilidad social. Las políticas 
urbanas como medio para garantizar 
prestaciones sociales y crear un hábitat 
adecuado para el ejercicio de los dere-
chos sociales fundamentales.

G
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Las políticas urbanas suponen: sólo si la Admi-
nistración pública actúa conforme a los princi-
pios que rigen la buena administración en los 
procedimientos urbanísticos y en la toma de 
decisiones relativas a la ordenación de uso del 
suelo y la edi�cación (igualdad-equidad, objeti-
vidad, racionalidad y plazo razonable) podrán 
asegurarse las prestaciones públicas que 
puedan hacer posible el ejercicio de unos dere-
chos que son fundamentales para la existencia 
digna y adecuada de los ciudadanos. La buena 
administración del urbanismo supone enten-
der toda política urbana partiendo de los 
siguientes presupuestos de actuación en el 
ejercicio de las potestades públicas:

Es el caso del derecho al derecho a la conserva-
ción, al ornato para para evitar ciudades grisá-
ceas, sin encanto, exinanidas, el derecho a la 
movilidad y accesibilidad a los sistemas genera-
les (dotaciones, equipamientos, etc…), el dere-
cho a la cohesión social, el derecho al espacio 
público cuya efectividad permitirá lograr una 
mejor calidad de vida para las personas y la pro-
tección de los derechos y libertades de los 
ciudadanos de forma igualitaria, entre otros.

Ahora bien, como vengo señalando al tratar de 
la buena administración en todos los sectores 
del ordenamiento, el reconocimiento del dere-
cho fundamental a una buena administración 
sería incompleto si no se hiciera referencia a los 
deberes y obligaciones que pesan en sobre los 
propios ciudadanos: deberes a cumplir las 
leyes, a promover el bien común, y a colabora 
con los poderes público en aras a la consecu-
ción del interés general. Sin deberes no puede 
haber derechos. En este sentido el urbanismo 
como función pública y como corresponsabili-
dad social.

La buena Administración como fundamento, 
como principio y derecho fundamental articula 
el sistema legal de las políticas urbanas, de las 

“urban policies”, de toda política pública de 
ordenación de la ciudad. Así, de esta forma, la 
persona, el ciudadano, el administrado o parti-
cular, sea o no propietario del suelo, ha de ser 
el centro de las políticas públicas, también de 
las políticas urbanas. Por eso, una buena regu-
lación del derecho urbanístico debe aspirar al 
diseño de normas en las que se prevean están-
dares crecientes de calidad en el ejercicio de 
todos los derechos fundamentales y de todos 
los derechos que forman parte del contenido 
del derecho a la ciudad.
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La intervención del Subsecretario de Gestión 
Local se centró en la explicación acerca del 
estado en el cual encontraron los procesos de 
gestión de las Alcaldías Locales, así como los 
esfuerzos y planes de mejora que se han venido 
implementando para subsanar las de�ciencias 
encontradas, potenciar la acción de las Alcal-
días y fortalecer la gestión de las Localidades.

El primer elemento puesto a consideración fue 
la cantidad de funciones y competencias que 
se encontraron asignadas a las Alcaldías loca-
les, Alcaldes Locales y Fondos de Desarrollo 
Local, correspondientes a más de 153 funcio-
nes y competencias en los diversos sectores de 
gestión y prestación de Servicios a la comuni-
dad.

DR. IVÁN CASAS RUÍZ
INTERVENCIÓN DEL SEÑOR SUBSECRETARIO DE GESTIÓN LOCAL

CAPÍTULO IV
MODELO DE GESTIÓN LOCAL

DEL DISTRITO CAPITAL 
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Esto ha traído como consecuencia una sobre-
carga de trabajo que se re�eja en la acumula-
ción de procesos y trámites a cargo de estas 
organizaciones, encontrando al momento de la 
llegada del actual gobierno distrital que exis-
tían 57.000 expedientes de procesos adminis-
trativos represados. Así mismo se encontró dé�-
cit en cuanto al estado y disponibilidad de las 
plantas físicas donde funcionan las Alcaldías 
Locales, lo que di�culta tanto la acción de los 
funcionarios, como la atención adecuada a las 
comunidades que se pretenden server.

La otra dimensión   problemática para la garan-
tía del derecho a la participación democrática, 
es el gran número de instancias de coordina-
ción y participación, donde fueron inventaria-
das 576 instancias de coordinación y participa-
ción, lo que hace prácticamente imposible que 
los funcionarios puedan tener adecuados pro-
cesos de concertación e interlocución con las 
comunidades y con los funcionarios de los sec-
tores administrativos de la ciudad.

Frente a estas di�cultades, la actual administra-
ción se ha propuesto la implementación de una 
serie de acciones que atiendan de manera 
directa cada una de las problemáticas detecta-
das, así:

PROBLEMÁTICAS

De�nir y redistribuir funciones y
competencias.

Fortalecer sistemas de información
para el seguimiento y control.

Hacer más e�ciente y transparente
la contratación.

Racionalizar y fortalecer la partici-
pación y su incidencia sobre la 

planeación.

Fortalecer la capacidad de inspe-
cción, vigilancia y control de las 

autoridades locales.

Los avances presentados frente a estos propó-
sitos han sido los siguientes:

La administración distrital ha estable-
cido lineamientos, controles y pliegos 
tipo para los procesos de contratación 
que se hacen desde las Alcaldías 
Locales para garantizar transparencia 
y rendición de cuentas frente a los 
mismos.

Se han establecido lineamientos de 
planeación y de control de gasto, cen-
trando el 85% de los recursos de 
inversión en  malla vial, espacio públi-
co, parques, subsidio tipo C, seguri-
dad, IVC, y fortalecimiento institucio-
nal; y, el 15 % restante para participa-
ción, dotación a colegios y jardines, 
procesos de formación y eventos 
artísticos y deportivos, ayudas técni-
cas a personas con discapacidad, pro-
tección y recuperación de recursos 
ambientales, y obras prioritarias de 
mitigación o prevención del riesgo.

En los controles al proceso de contra-
tación con cargo a los recursos de los 
Fondos de Desarrollo Local, se termi-
nó con la práctica de �rma de conve-
nios de asociación por medio de los 
cuales se eludían los concursos de 
mérito público para el desarrollo de 
proyectos o la ejecución de progra-
mas.
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Finalmente, para fortalecer los sistemas de 
información para el seguimiento y control, se 
está construyendo un Sistema de información 
para las Localidades, así como un observatorio 
de la gestión local.

En cuanto hace a la mejora de las condiciones 
logísticas y técnicas para el trabajo que desarro-
llan las Alcaldías Locales, la administración se 
encuentra comprometida con la construcción y 
modernización tecnológica de 5 Alcaldías Loca-
les durante el actual periodo de gobierno de la 
ciudad; dentro de las que se presentan avances 
en las Alcaldías de Ciudad Bolívar, Teusaquillo, 
Fontibón y Usme.

Así mismo, el Señor Subsecretario planeó algu-
nos temas de re�exión que la ciudad debe 
hacer en torno al sector de localidades. En con-
creto se plantearon los siguientes elementos 
para ser pensados:

Finalmente, frente a la propuesta de la Cámara 
de Comercio de Bogotá y la Universidad del 
Rosario, el Señor Subsecretario destacó la per-
tinencia de ocuparse del reparto de compe-
tencias para las Alcaldías Locales, de su fortale-
cimiento como instituciones de gestión 
e�ciente, y la posibilidad de contar con mejo-
res recursos humanos, técnicos y �nancieros.

No obstante, el Señor Subsecretario piensa 
que es necesario explorar en profundidad los 
efectos de transformar las Alcaldías Locales en 
Unidades Administrativas Especiales, dado el 
costo de la planta de personal, la creación y 
provisión de cargos públicos de carrera, y la 
operación de la misma que pueden estar invo-
lucrados en la transformación.

El Subsecretario considera que una propuesta 
como la planteada, debe ocuparse además de 
la función que cumplen las Juntas Administra-
doras Locales dentro de las Localidades, pues 
desde su perspectiva al día de hoy ellas no 
aportan mayormente al mejoramiento de la 
acción local, por lo que deberían tener funcio-

Es necesario de�nir cuál será la 
vocación de las alcaldías locales 

del Siglo XXI.

La modernización de las alcaldías 
locales requiere un debate pro-

fundo, que puede derivar en me-
didas tipo constitucional, legal y 

reglamentario.

Un primer paso puede darse con 
la revisión de la naturaleza del 
cargo de alcalde local y de su 

mecanismo de elección.

Para racionalizar y fortalecer la partici-
pación y su incidencia sobre la pla-
neación, se expidió el decreto de 
Sistema de coordinación. 

Para fortalecer la capacidad de 
inspección, vigilancia y control de las 
autoridades locales, se ha hecho una 
depuración del proceso en curso y se 
ha dado un impulso para concluir con 
los procesos pendientes.
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funciones y competencias especí�cas a cumplir, 
de la misma manera que las tienen las Secreta-
rías de Despacho o las Alcaldías Locales.

Otro aspecto a considerar en la propuesta 
según el Subsecretario es la conveniencia de 
dar mayor autonomía al sector de Localidades 
cuando se han presentado históricamente pro-
blemas de corrupción e in�uencia política elec-
toral en las Alcaldías Locales, que en muchos 
casos desvían los recursos y los esfuerzos de las 
Localidades hacia intereses de grupos políticos 
en particular, y no del interés general. En el 
mismo sentido expresó que, las Localidades 
deben llevar a la práctica el proyecto de gobier-
no del Alcalde electo, que se expresa tanto en el 
plan de desarrollo de la ciudad como en los 

planes de desarrollo local, y por tanto seguir 
las directrices que desde el sector central se 
impartan a los Alcaldes Locales, que más que 
agentes políticos, deben ser funcionarios de 
naturaleza técnica, que desde su punto de 
vista deberían ser designados de manera 
directa por el Alcalde mayor y no electos, así su 
forma de elección sea de naturaleza indirecta.

Finalmente, el Doctor Casas, planteó la necesi-
dad de que las propuestas tomen en cuenta el 
tamaño de las localidades, pues se hace nece-
sario tener en cuenta este aspecto, a �n de 
determinar cuántas y cuáles deberían ser las 
Localidades del Distrito que permitieran tener 
un mejor modelo de gobierno territorial y de 
atención a los ciudadanos.

CAPÍTULO V
ELEMENTOS EXPUESTOS 

EN EL CONVERSATORIO SOBRE
FORTALECIMIENTO DE LAS LOCALIDADES
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Durante la realización del conversatorio sobre 
fortalecimiento de las Localidades se plantea-
ron preguntas orientadoras para ser respondi-
das por los participantes en el mismo. A conti-
nuación se presentan las preguntas y respues-
tas consignadas en el conversatorio: 

Frente a esta pregunta, María Helena Botero de 
la Universidad del Rosario resaltó que el valor 
agregado de una alcaldía local es la proximidad, 
que tiene la potencialidad de dar coherencia 
sectorial a las políticas generales; proveer infor-
mación �dedigna de la realidad y la transforma-
ción de los ciudadanos en constructores de par-
ticipación y veedores.
 
Así mismo, se resaltó la responsabilidad de la 
alcaldía local de ayudar a los secretarios distrita-
les a tener contacto directo con el territorio. Se 

enfatizó en que más allá de si el modelo de 
gestión del territorio del Distrito es central o 
descentralizado, lo que importa a los ciudada-
nos es la e�ciencia en su función, el cumpli-
miento de sus derechos y la atención integral a 
sus necesidades.

       Uno de los propósitos de fortalecer 
la gestión local es responder con mayor 
e�ciencia a las necesidades de los 
ciudadanos. ¿Qué bene�cios reales se 
derivan del gobierno de proximidad 
que pueden ofrecer las Alcaldías Loca-
les? ¿Cómo hacerlo una realidad?

1

María Helena Botero 
Directora Centro de Estudios Urbanos

de la Universidad del Rosario

        Es recurrente mencionar las debili-
dades y di�cultades de la gestión local 
sin resaltar los bene�cios de su existen-
cia para la administración de esta me-
gaciudad. ¿Cuál ha sido la contribución 
de las localidades a la gobernanza 
urbana integrada? 

2

39



teó que dentro del Proyecto de Ley radicado 
por ella, y a través del cual se busca reformar el 
estatuto de Bogotá, no solo se elimina la veedu-
ría, sino que se busca dotar a las Alcaldías Loca-
les de autonomía administrativa, �nanciera y de 
personería jurídica para que pueda ejercer una 
acción contundente en el gobierno del territo-
rio, con competencias y funciones de�nidas y 
responsabilidades especí�cas frente a los pro-
cesos de la democracia en las localidades.

Frente a esta pregunta la Representante a la 
Cámara por Bogotá, Olga Lucía Velásquez, plan-

     El fortalecimiento local implica 
importantes ajustes institucionales que 
requieren reformas en el Congreso de la 
República y en el Concejo de Bogotá, 
¿cuáles ha sido los obstáculos y di�cul-
tades que no han permitido la aproba-
ción de las diferentes iniciativas?, ¿Qué 
elementos deberían guiar la reforma 
del sector de Localidades en Bogotá?, 
¿Cómo lograr un consenso en torno al 
fortalecimiento de las localidades a 
partir de cambio de su naturaleza jurídi-
ca y estructura?

3

Desde la Sub Secretaria de asuntos Locales, se 
planteó que es muy importante de no confun-
dir la �gura y alcance de las Alcaldías Locales, 
frente a las Alcaldías municipales, pues las fun-
ciones y competencias de estas últimas están 
de�nidas en la Constitución. 

      Mientras el sector central tiene un 
enfoque sectorial y las localidades una 
expresión territorial, ¿cómo concertar el 
modelo de manejo sectorial del Distrito 
con el gobierno de sus territorios?

4

Frente a esta pregunta, la Representante a la 
Cámara por Bogotá, Olga Lucía Velásquez, 
rememoró el proceso de descentralización em-
prendido hace ya más de 7 años por la adminis-
tración distrital y resaltó la importancia del 
modelo de descentralización como fuente de 
legitimidad del gobierno distrital, de conexión 
con la participación ciudadana y de autonomía 
de las Alcaldías Locales, como instancias de 
gobierno territorial.

Olga Lucía Velásquez 
Representante a la Cámara por Bogotá
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En este sentido se retomó los preceptos legales, 
para decir que Bogotá busca un modelo de ges-
tión local que se adecue a las necesidades de la 
ciudad en el presente, sin comprometer la auto-
nomía del Alcalde Mayor ni sus responsabilida-
des frente a la gestión total del Distrito, para lo 
cual se requiere repensar la vocación de las 
Alcaldías Locales en las actuales condiciones de 
gobernabilidad de Bogotá.

Desde la perspectiva actual del gobierno distri-
tal, las alcaldías locales tienen tres tareas princi-
pales: la planeación local, la inspección y vigi-
lancia y el fortalecimiento de la participación. El 
problema se con�gura por la sobrecarga de 
funciones, pues de acuerdo al inventario efec-
tuado por la Secretaria de Gobiernos estas 
ascienden a 153 entre funciones y competen-
cias en diferentes dimensiones y sectores. 

Iván Casas Ruiz 
Subsecretario de Gestión Local

Frente  a esta pregunta la Concejal Gloria Díaz, 
recalcó la necesidad de redistribución de la 
inversión entre sectores y Localidades, a �n de 
que las Alcaldías locales no asuman tareas del 
sector central, y propendió por la presencia 
permanente de los Alcaldes Locales en los 
barrios y en medio de los procesos comunita-
rios como gran articulador del gobierno distri-
tal en el territorio.

5. Es fundamental la coordinación y 
la complementariedad entre el sector 
central y las localidades para la ejecu-
ción de los programas y proyectos. 
¿Qué nuevos mecanismos o acciones se 
deberían poner en marcha?  

5

Gloria Elsy Díaz 
Presidenta Comisión de

Gobierno del Concejo de Bogotá
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Sobre esta pregunta, el Veedor Distrital, Doctor 
Jaime Torres Melo, señaló como principales 
necesidades de las Alcaldías Locales la de�ni-
ción y estabilidad de una planta de personal 
que les permita atender las funciones y compe-
tencias a su cargo; los recursos �nancieros, tec-
nológicos, físicos y logísticos para el cumpli-
miento de las mismas. Esto implica replantearse 
los recursos, las formas legales y administrativas 
del sector de Localidades; y, un marco legal que 
clari�que su acción dentro del gobierno de la 
ciudad.  El Veedor hizo un llamado a la estabili-
dad, pues las necesidades de las localidades no 
pueden cambiar en su priorización de manera 
vertiginosa, por lo que se pide que no cambien 
cada 4 años.

Por su parte el profesor Rodríguez Arana, sugi-
rió que es muy importante en estos procesos de 
reforma aprovechar el potencial del uso de las 
nuevas tecnologías para hacer más e�ciente la 
administración pública, toda vez que en estos 
procesos a veces se recurren a modelos de gran 
complejidad administrativa que lejos de 
solventar los problemas adicionan procedi-
mientos en la gestión, recordando que la 
máxima es: simpli�cación y simplicidad.

         Según la encuesta de percepción de 
Bogotá Cómo Vamos 2016, un 17 % de 
ciudadanos no saben que existen las 
localidades, mientras que del 83% que 
las conocen, solo el 24 % cree que cum-
plen una buena gestión. El 44% cree 
que es regular y el 32%, mala.  ¿Cómo 
mejorar la gestión de las alcaldías y su 
reconocimiento por parte de los ciuda-
danos?

6

Jaime Torres Melo 
Veedor Distrital
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OBSERVACIONES DE LOS PARTICIPANTES
EN EL CONVERSATORIO FRENTE A LA 

PROPUESTA CONJUNTA DE LA CÁMARA 
DE COMERCIO DE BOGOTÁ Y 

LA UNIVERSIDAD DEL ROSARIO

Algunos de los participantes en el conversato-
rio expresaron observaciones frente a la pro-
puesta de reparto de competencias y funciones 
presentadas. A continuación, resumimos los 
planteamientos expresados:

Jaime Francisco Rodríguez-Arana
Doctor en Derecho y Profesor de Derecho Administrativo

El Profesor Rodríguez Arana, expresó su 
complacencia frente a una propuesta 
original, que no trata de copiar modelos 
de otras ciudades, y que busca de manera 
auténtica un modelo de gobierno de la 
ciudad que resulte propio para Bogotá y 
atienda las necesidades especí�cas de la 
misma.

Recomendó ser cuidadosos en guardar un 
balance no solo en el reparto de compe-
tencias y funciones, sino en el reparto de 
poderes, donde en cualquier caso debe 
garantizarse tanto el ejercicio de un 
gobierno e�ciente, como de un gobierno 
democrático donde existan reales opcio-
nes de participación para la ciudadanía.
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Jaime Francisco Rodríguez-Arana
Veedor Distrital

La Representante a la Cámara por Bogotá, 
Olga Lucía Velásquez, expresó que la pro-
puesta presentada se enmarcaba más en 
un proceso de desconcentración de las 
funciones y competencias del sector cen-
tral de la administración distrital, que, en 
un real proceso de descentralización, que 
ha sido su propuesta a lo largo del tiempo. 
Sin embargo, reconoce que el reparto de 
competencias y el reconocimiento de las 
obligaciones de las Secretarías de Despa-
cho frente al sector de Localidades, es un 
avance importante de la propuesta frente 
a la situación actual de las Alcaldías Loca-
les. 

 El Señor Veedor Distrital, Doctor Jaime 
Torres Melo, también celebró la propuesta 
que según su criterio recoge buena parte 
de las inquietudes que desde la Veeduría 
Distrital se han planteado frente a la 
disponibilidad de recursos humanos, 
�nancieros y tecnológicos con los que 
cuentan las Alcaldías Locales para su efec-
tivo funcionamiento. Para él el reparto de 
competencias es un primer paso que 
debería ser seguido de modelos de ges-
tión adecuados y del replanteamiento de 
las funciones y competencias que tiene las 
Juntas Administradoras Locales dentro de 
las Localidades.

El Veedor reclamó el reconocimiento de la 
función que cumple esta institución en el 
seguimiento y fortalecimiento de la 
acción pública en lo local, llamando la 
atención a la Doctora Olga Velásquez 
sobre su intención de eliminar la Veeduría 
Distrital del conjunto de instituciones de 

En este sentido, la Representante a la 
Cámara por Bogotá, celebra que la pro-
puesta busque una forma jurídica especí�-
ca para darle vida a las Localidades bajo la 
forma de Unidades Administrativas Espe-
ciales, lo que permite dotarlas de plantas 
de personal propias, así como de recursos 
�nancieros y tecnológicos adecuados a las 
funciones que las Alcaldías Locales están 
llamadas a prestar.

La Doctora Velásquez, planteó que este 
reparto de competencias implica replan-
tearse el modelo de gobierno completo 
del distrito, pues desde su perspectiva, las 
Localidades son un sector completo y 
aparte de la administración distrital, tal 
como lo interpreta ella de lo expresado en 
el Estatuto de Bogotá, Decreto- Ley 1421 
de 1.993. Para ella, esto lleva a pensar en la 
elección directa de Alcaldes Locales, la 
distinción taxativa del destino de las inver-
siones del Distrito y de los Fondos de 
Desarrollo Local, el reparto de competen-
cias y funciones, y el establecimiento de 
un estatus legal para las Localidades, por 
lo que reconoce avances importantes en 
la propuesta presentada durante el foro.

Olga Lucía Velásquez 
Representante a la Cámara por Bogotá 
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Jaime Torres Melo 
Veedor Distrital

la ciudad, mostrando cómo el trabajo de la 
Veeduría ha contribuido a esclarecer el 
manejo de los recursos asignados a los 
fondos de desarrollo local, el funciona-
miento del sistema de participación ciuda-
dana, y la necesidad de clari�car los 
campos de acción de las instituciones 
distritales en las Localidades.

El Señor Subsecretario de Gestión Local, 
Doctor Iván Casas, destacó la pertinencia 
de ocuparse del reparto de competencias 
para las Alcaldías Locales, de su fortaleci-
miento como instituciones de gestión 
e�ciente, y la posibilidad de contar con 
mejores recursos humanos, técnicos y 
�nancieros.

No obstante, el Señor Subsecretario 
piensa que es necesario explorar en pro-
fundidad los efectos de transformar las 
Alcaldías Locales en Unidades Administra-
tivas Especiales, dado el costo de la planta 
de personal, la creación y provisión de 
cargos públicos de carrera, y la operación 
de la misma que pueden estar involucra-
dos en la transformación.

El Subsecretario considera que una pro-
puesta como la planteada, debe ocuparse 
además de la función que cumplen las 
Juntas Administradoras Locales dentro de 
las Localidades, pues desde su perspectiva 
al día de hoy ellas no aportan mayormen-
te al mejoramiento de la acción local, por 
lo que deberían tener funciones y compe-
tencias especí�cas a cumplir, de la misma 
manera que las tienen las Secretarías de 
Despacho o las Alcaldías Locales.

Otro aspecto a considerar en la propuesta 
según el Subsecretario es la conveniencia 
de dar mayor autonomía al sector de Loca-
lidades cuando se han presentado históri-
camente problemas de corrupción e 
in�uencia política electoral en las Alcal-
días Locales, que en muchos casos desvían 
los recursos y los esfuerzos de las Localida-
des hacia intereses de grupos políticos en 
particular, y no del interés general. En el 
mismo sentido expresó que, las Localida-
des deben llevar a la práctica el proyecto 
de gobierno del Alcalde electo, que se ex-

Por último, el Señor Veedor destacando la 
importancia de esta propuesta conjunta 
de la Cámara de Comercio de Bogotá y de 
la Universidad del Rosario, invitó a presen-
tar esta propuesta en las diferentes Locali-
dades del distrito, a �n de tener una inter-
locución más directa con las comunidades 
de cada una de ellas y sensibilizarlas sobre 
los cambios propuestos.
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Iván Casas Ruiz 
Subsecretario de Gestión Local

presa tanto en el plan de desarrollo de la 
ciudad como en los planes de desarrollo 
local, y por tanto seguir las directrices que 
desde el sector central se impartan a los 
Alcaldes Locales, que más que agentes 
políticos, deben ser funcionarios de natu-
raleza técnica, que desde su punto de 
vista deberían ser designados de manera 
directa por el Alcalde mayor y no electos, 
así su forma de elección sea de naturaleza 
indirecta.

Finalmente, el Doctor Casas, planteó la 
necesidad de que las propuestas tomen 
en cuenta el tamaño de las localidades, 
pues se hace necesario tener en cuenta 
este aspecto, a �n de determinar cuántas y 
cuáles deberían ser las Localidades del 
Distrito que permitieran tener un mejor 
modelo de gobierno territorial y de aten-
ción a los ciudadanos.

La Señora Concejal Gloria Díaz, reconoce 
en la propuesta un avance signi�cativo 
para mejorar el gobierno en las Alcaldías 
Locales, ya que propende por mayores 
niveles de autonomía para las mismas, y 
comprende la necesidad de recursos de 
toda naturaleza para el cumplimiento de 
sus funciones.

La Concejal rescata la �gura del Alcalde 
Local como la persona que da la cara por 
el gobierno distrital, pues debe estar per-
manentemente en las calles y en contacto 
con las comunidades que debe servir. 
Sugiere además profundizar los resulta-
dos del convenio de cooperación a �n de 
establecer nuevas formas de gestión para 
los recursos de los fondos de desarrollo 
local, con una mayor participación de las 
comunidades en la de�nición de los desti-
nos de inversión de estos recursos.

A estos planteamientos siguieron preguntas y 
comentarios del público asistente que en 
general consideraron valiosos e importantes 
los aportes hechos por la propuesta conjunta 
de la Cámara de Comercio y la Universidad del 
Rosario, solicitando su socialización amplia en 
diferentes espacios de la ciudad.

Gloria Elsy Díaz 
Presidenta Comisión de

Gobierno del Concejo de Bogotá
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